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 I. Introducción 
 

 

1. En su segunda sesión plenaria, celebrada el 15 de septiembre de 2017, la 

Asamblea General, por recomendación de la Mesa, decidió incluir en el programa 

de su septuagésimo segundo período de sesiones el tema titulado “Prevención del 

delito y justicia penal” y asignarlo a la Tercera Comisión. 

2. La Tercera Comisión celebró un debate general sobre el tema conjuntamente 

con el tema 108, titulado “Fiscalización internacional de drogas”, en sus sesiones 5ª 

y 6ª, celebradas el 4 de octubre de 2017, y examinó propuestas y adoptó medidas en 

relación con el tema en sus sesiones 43ª y 51ª, celebradas los días 7 y 20 de 

noviembre. En las actas resumidas correspondientes figura una reseña de las 

deliberaciones de la Comisión
1
. 

3. Para su examen del tema, la Comisión tuvo ante sí los siguientes documentos:  

 a) Informe del Secretario General sobre el cumplimiento de los mandatos 

del programa de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y justicia 

penal, con especial referencia a las actividades de cooperación técnica de la Oficina 

de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (A/72/125); 

 b) Nota del Secretario General por la que se transmite el informe de la 

Conferencia de las Partes en la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional sobre su octavo período de sesiones 

(A/72/91); 

 c) Carta de fecha 11 de octubre de 2017 dirigida al Secretario General por 

el Representante Permanente de la Federación de Rusia (A/C.3/72/12). 

  

__________________ 

 
1
  A/C.3/72/SR.5, A/C.3/72/SR.6, A/C.3/72/SR.43 y A/C.3/72/SR.51. 

https://undocs.org/sp/A/72/125
https://undocs.org/sp/A/72/91
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/12
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/SR.5
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/SR.6
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/SR.43
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/SR.51
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4. En su quinta sesión, celebrada el 4 de octubre, la Comisión escuchó, por 

videoconferencia, una declaración introductoria del Director de la División de 

Análisis de Políticas y Asuntos Públicos de la Oficina de las Naciones Unidas contra 

la Droga y el Delito, que respondió a las preguntas y observaciones formuladas por 

el representante de México.  

 

 

 II. Examen de las propuestas 
 

 

 A. Proyecto de resolución A/C.3/72/L.2  
 

 

5. En su resolución 2017/15, de 6 de julio de 2017, el Consejo Económico y 

Social recomendó a la Asamblea General que aprobara un proyecto de resolución 

titulado “Seguimiento del 13
er

 Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención 

del Delito y Justicia Penal y preparativos del 14º Congreso de las Naciones Unidas 

sobre Prevención del Delito y Justicia Penal”. El proyecto de resolución se 

reprodujo en una nota de la Secretaría (A/C.3/72/L.2) que se señaló a la atención de 

la Comisión en su quinta sesión, celebrada el 4 de octubre.  

6. En su 43ª sesión, celebrada el 7 de noviembre, la Comisión aprobó el proyecto 

de resolución A/C.3/72/L.2 (véase el párr. 20, proyecto de resolución I). 

 

 

 B. Proyecto de resolución A/C.3/72/L.3  
 

 

7. En su resolución 2017/16, de 6 de julio de 2017, el Consejo Económico y 

Social recomendó a la Asamblea General que aprobara un proyecto de resolución 

titulado “Promoción de la aplicación práctica de las Reglas Mínimas de las 

Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela)”. El 

proyecto de resolución se reprodujo en una nota de la Secretaría ( A/C.3/72/L.3) que 

se señaló a la atención de la Comisión en su quinta sesión, celebrada el 4 de 

octubre.  

8. En la 43ª sesión, celebrada el 7 de noviembre, el Secretario de la Comisión dio 

lectura a una exposición sobre las consecuencias para el presupuesto por programas 

del proyecto de resolución A/C.3/72/L.3. 

9. También en su 43ª sesión, la Comisión aprobó el proyecto de resolución 

A/C.3/72/L.3 (véase el párr. 20, proyecto de resolución II). 

 

 

 C. Proyecto de resolución A/C.3/72/L.4  
 

 

10. En su resolución 2017/17, de 6 de julio de 2017, el Consejo Económico y 

Social recomendó a la Asamblea General que aprobara un proyecto de resolución 

titulado “Asistencia técnica para aplicar los tratados y protocolos internacionales 

relativos a la lucha contra el terrorismo”. El proyecto de resolución se reprodujo en 

una nota de la Secretaría (A/C.3/72/L.4) que se señaló a la atención de la Comisión 

en su quinta sesión, celebrada el 4 de octubre.  

11. En la 43ª sesión, celebrada el 7 de noviembre, el Secretario de la Comisión dio 

lectura a una exposición sobre las consecuencias para el presupuesto por programas 

del proyecto de resolución A/C.3/72/L.4. 

12. También en su 43ª sesión, la Comisión aprobó el proyecto de resolución 

A/C.3/72/L.4 (véase el párr. 20, proyecto de resolución III). 

 

 

https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.2
https://undocs.org/sp/2017/15
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.2
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.2
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.3
https://undocs.org/sp/2017/16
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.3
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.3
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.3
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.4
https://undocs.org/sp/2017/17
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.4
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.4
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.4
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 D. Proyecto de resolución A/C.3/72/L.6/Rev.1  
 

 

13. En su 43ª sesión, celebrada el 7 de noviembre, la Comisión tuvo ante sí un 

proyecto de resolución titulado “Medidas para mejorar la coordinación de la lucha 

contra la trata de personas” (A/C.3/72/L.6/Rev.1), que sustituyó el proyecto de 

resolución A/C.3/72/L.6 y fue presentado por Armenia, Belarús, el Ecuador, los 

Estados Unidos de América, la Federación de Rusia, Kazajstán, Libia, México, 

Qatar, la República Árabe Siria, la República Centroafricana, Tailandia, Tayikistán, 

Turkmenistán, Uzbekistán y Venezuela (República Bolivariana de). Posteriormente, 

Afganistán, la Argentina, Australia, Austria, Azerbaiyán, las Bahamas, Bangladesh, 

Bélgica, Benin, Bulgaria, Burkina Faso, el Canadá, China, Costa Rica, Côte 

d’Ivoire, Cuba, Egipto, El Salvador, Eritrea, la ex República Yugoslava de 

Macedonia, Filipinas, Georgia, Guatemala, Guinea, la India, Islandia, Israel, Italia, 

Jamaica, el Japón, Kenya, Kirguistán, Letonia, el Líbano, Liberia, Malawi, 

Maldivas, Marruecos, Myanmar, Nicaragua, Nigeria, Pakistán, Panamá, Portugal, la 

República de Moldova, Serbia, el Sudán, Togo, Túnez, Turquía, Uganda, Uruguay, 

Zambia y Zimbabwe se sumaron a los patrocinadores del proyecto de resolución.  

14. En la misma sesión, el representante de Belarús formuló una declaración.  

15. También en su 43ª sesión, la Comisión aprobó el proyecto de resolución 

A/C.3/72/L.6/Rev.1 (véase el párr. 20, proyecto de resolución IV). 

16. Una vez aprobado el proyecto de resolución, el representante de los Estados 

Unidos de América formuló una declaración.  

 

 

 E. Proyecto de resolución A/C.3/72/L.11/Rev.1  
 

 

17. En su 51ª sesión, celebrada el 20 de noviembre, la Comisión tuvo ante sí un 

proyecto de resolución titulado “Fortalecimiento del programa de las Naciones 

Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal, en particular de su 

capacidad de cooperación técnica” (A/C.3/72/L.11/Rev.1), que sustituyó el proyecto 

de resolución A/C.3/72/L.11 y fue presentado por Albania, Alemania, la Argentina, 

Australia, Austria, Belarús, Bélgica, Chequia, China, Costa Rica, Eritrea, 

Eslovaquia, España, la ex República Yugoslava de Macedonia, Francia, Georgia, 

Honduras, Hungría, Islandia, Italia, el Japón, Kazajstán, Kenya, el Líbano, 

Micronesia (Estados Federados de), Mongolia, Myanmar, Qatar, Suiza, Tailandia, 

Túnez y Viet Nam. Posteriormente, Andorra, Angola, Antigua y Barbuda, Argelia, 

las Bahamas, Barbados, Belice, Bosnia y Herzegovina, Bulgaria, Burkina Faso, el 

Camerún, el Canadá, el Chad, Chile, Chipre, Colombia, Côte d’Ivoire, Croacia, 

Dinamarca, Ecuador, Egipto, El Salvador, Eslovenia, los Estados Unidos de 

América, Estonia, la Federación de Rusia, Filipinas, Finlandia, Grecia, Guatemala, 

Guinea, Guyana, Haití, la India, Irlanda, Israel, Jamaica, Letonia, Liberia, Litu ania, 

Luxemburgo, Madagascar, Malawi, Malta, Marruecos, México, Montenegro, 

Nigeria, Noruega, los Países Bajos, Panamá, el Paraguay, el Perú, Polonia, Portugal, 

el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, la República Centroafricana, la 

República de Corea, la República de Moldova, la República Dominicana, la 

República Unida de Tanzanía, Rumania, San Marino, San Vicente y las Granadinas, 

Santa Lucía, Santo Tomé y Príncipe, el Senegal, Serbia, Singapur, Somalia, el 

Sudán, Suecia, Turquía, Ucrania, Uganda, Uruguay y Zimbabwe se sumaron a los 

patrocinadores del proyecto de resolución. 

18. En su 51ª sesión, la Comisión aprobó el proyecto de resolución 

A/C.3/72/L.11/Rev.1 (véase el párr. 20, proyecto de resolución V). 

 

 

https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.6/Rev.1
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.6/Rev.1
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.6
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.6/Rev.1
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.11/Rev.1
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.11/Rev.1
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.11
https://undocs.org/sp/A/C.3/72/L.11/Rev.1
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 F. Proyecto de decisión propuesto por la Presidencia 
 

 

19. En su 51ª sesión, celebrada el 20 de noviembre, a propuesta de la Presidencia, 

la Comisión decidió recomendar a la Asamblea General que tomara conocimiento de 

la nota del Secretario General por la que se transmitió el informe de la Conferencia 

de las Partes en la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 

Organizada Transnacional sobre su octavo período de sesiones, celebrado en Viena 

del 17 al 21 de octubre de 2016 (A/72/91) (véase el párr. 21). 

 

 

https://undocs.org/sp/A/72/91
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 III. Recomendaciones de la Tercera Comisión 
 

 

20. La Tercera Comisión recomienda a la Asamblea General que apruebe los 

siguientes proyectos de resolución: 

 

 

  Proyecto de resolución I 

  Seguimiento del 13
er

 Congreso de las Naciones Unidas 

sobre Prevención del Delito y Justicia Penal y 

preparativos del 14º Congreso de las Naciones Unidas 

sobre Prevención del Delito y Justicia Penal 
 

 

 La Asamblea General, 

 Recordando su resolución 56/119, de 19 de diciembre de 2001, relativa al 

cometido, la función, la periodicidad y la duración de los congresos de las Naciones  

Unidas sobre prevención del delito y tratamiento del delincuente, en la que s e 

estipularon las directrices con arreglo a las cuales se celebrarían los congresos, a 

partir de 2005, conforme a los párrafos 29 y 30 de la declaración de principios y 

programa de acción del programa de las Naciones Unidas en materia de prevención 

del delito y justicia penal
1
, 

 Poniendo de relieve la responsabilidad que asumieron las Naciones Unidas en 

la esfera de la prevención del delito y la justicia penal en virtud de la resolución 155  

C (VII) del Consejo Económico y Social, de 13 de agosto de 1948, y de la 

resolución 415 (V) de la Asamblea General, de 1 de diciembre de 1950, 

 Reconociendo que los congresos de las Naciones Unidas sobre prevención del 

delito y justicia penal, que son importantes foros intergubernamentales, han influido 

en las políticas y las prácticas de los países y han promovido la cooperación 

internacional en esa esfera al facilitar el intercambio de opiniones y experiencias, 

movilizar a la opinión pública y recomendar posibles políticas en los planos 

nacional, regional e internacional, 

 Teniendo presente el carácter consultivo de los congresos de las Naciones 

Unidas sobre prevención del delito y justicia penal y su papel como foro para 

fomentar el intercambio de experiencias en materia de investigación, formulación de 

leyes y políticas y la determinación de tendencias y aspectos nuevos de la 

prevención del delito y la justicia penal entre los Estados, las organizaciones 

intergubernamentales y expertos de diversas profesiones y disciplinas,  

 Recordando su resolución 57/270 B, de 23 de junio de 2003, relativa a la 

aplicación y el seguimiento integrados y coordinados de los resultados de las 

grandes conferencias y cumbres de las Naciones Unidas en las esferas económica y 

social, en la que destacó que todos los países debían promover políticas coherentes 

y compatibles con los compromisos contraídos en las grandes conferencias y 

cumbres de las Naciones Unidas, puso de relieve que el sistema de las Naciones 

Unidas tenía la importante responsabilidad de ayudar a los Gobiernos a continuar 

participando plenamente en el seguimiento y la aplicación de los acuerdos y 

compromisos alcanzados en las grandes conferencias y cumbres de las Naciones 

Unidas, e invitó a sus órganos intergubernamentales a que s iguieran promoviendo la 

aplicación de los resultados de las grandes conferencias y cumbres de las Naciones 

Unidas, 

  

__________________ 

 
1
  Resolución 46/152, anexo. 

https://undocs.org/sp/A/RES/56/119
https://undocs.org/sp/A/RES/57/270
https://undocs.org/sp/A/RES/46/152
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 Recordando también su resolución 62/173, de 18 de diciembre de 2007, en la 

que hizo suyas las recomendaciones formuladas por el Grupo Intergubernamental de 

Expertos encargado de Examinar la Experiencia Adquirida en los Congresos de las 

Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal en su reunión 

celebrada en Bangkok del 15 al 18 de agosto de 2006
2
, 

 Recordando además su resolución 70/174, de 17 de diciembre de 2015, en la 

que hizo suya la Declaración de Doha sobre la Integración de la Prevención del 

Delito y la Justicia Penal en el Marco Más Amplio del Programa de las Naciones 

Unidas para Abordar los Problemas Sociales y Económicos y Promover el Estado de 

Derecho a Nivel Nacional e Internacional y la Participación Pública, aprobada por el 

13
er

 Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal, 

solicitó a la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal que examinara la 

aplicación de la Declaración de Doha en el marco del tema permanente de su 

programa titulado “Seguimiento del 13
er

 Congreso de las Naciones Unidas sobre 

Prevención del Delito y Justicia Penal y preparativos del 14º Congreso de las 

Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal”, y acogió con 

beneplácito el ofrecimiento del Gobierno del Japón de actuar como anfitrión del 14º  

Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal, que 

se celebrará en 2020, 

 Reafirmando el compromiso expresado por los Estados Miembros en la 

Declaración de Doha de procurar incorporar la perspectiva de género en sus 

sistemas de justicia penal mediante la formulación y aplicación de estrategias y 

planes nacionales para promover la protección plena de las mujeres y las niñas 

contra todos los actos de violencia, en particular el asesinato de mujeres y niñas por 

razones de género, y promover medidas que tuviesen en cuenta el género como 

parte integrante de sus políticas de prevención del delito, justicia penal y 

tratamiento del delincuente, incluida la rehabilitación y reinserción social de las 

mujeres delincuentes, tomando en consideración las Reglas de las Naciones Unidas 

para el Tratamiento de las Reclusas y Medidas No Privativas de la Libertad para las 

Mujeres Delincuentes (Reglas de Bangkok)
3
, 

 Recordando su resolución 71/206, de 19 de diciembre de 2016, en la que 

solicitó a la Comisión que en su 26º período de sesiones aprobara el tema general, 

los temas del programa y los temas de los seminarios del 14º  Congreso, recomendó 

que, sobre la base de la experiencia y el éxito del 13
er

 Congreso, se hiciera todo lo 

posible por que el tema general y los temas del programa y de los seminarios del 14º  

Congreso estuvieran interrelacionados y por que esos temas fueran sencillos y 

limitados en número, y alentó a realizar actividades paralelas que se centraran en los 

temas del programa y los seminarios y los complementaran,  

 Recordando también su resolución 70/1, de 25 de septiembre de 2015, 

 Alentada por el éxito del 13
er

 Congreso, que constituyó uno de los foros más 

amplios y diversos para el intercambio de opiniones y experiencias en materia de 

investigación, legislación y elaboración de políticas y programas entre los Estados, 

las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales y los expertos que, a 

título personal, representan a diversas profesiones y disciplinas,  

 Destacando la importancia de emprender todos los preparativos del 14º  

Congreso de manera oportuna y concertada, 

 Habiendo examinado el informe del Secretario General
4
, 

__________________ 

 
2
  Véase E/CN.15/2007/6, cap. IV. 

 
3
  Resolución 65/229, anexo. 

 
4
  E/CN.15/2017/11. 

https://undocs.org/sp/A/RES/62/173
https://undocs.org/sp/A/RES/70/174
https://undocs.org/sp/A/RES/71/206
https://undocs.org/sp/A/RES/70/1
https://undocs.org/sp/E/CN.15/2007/6
https://undocs.org/sp/A/RES/65/229
https://undocs.org/sp/E/CN.15/2017/11
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 1. Reitera su invitación a los Gobiernos a que, al formular leyes y 

directrices de política, tengan en consideración la Declaración de Doha sobre la 

Integración de la Prevención del Delito y la Justicia Penal en el Marco Más Amplio 

del Programa de las Naciones Unidas para Abordar los Problemas Sociales y 

Económicos y Promover el Estado de Derecho a Nivel Nacional e Internacional y la 

Participación Pública, aprobada por el 13
er

 Congreso de las Naciones Unidas sobre 

Prevención del Delito y Justicia Penal
5
, y a que hagan todo lo posible por aplicar, 

cuando proceda, los principios que en ella se enuncian, de conformidad con los 

propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas;  

 2. Acoge con beneplácito la labor realizada por la Oficina de las Naciones 

Unidas contra la Droga y el Delito para efectuar el debido seguimiento de la 

aplicación de la Declaración de Doha y, a ese respecto, acoge con beneplácito 

también la contribución del Gobierno de Qatar;  

 3. Observa los progresos realizados hasta el momento en los preparativos 

del 14º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia 

Penal; 

 4. Decide que la duración del 14º Congreso no exceda de ocho días, 

incluidas las consultas previas; 

 5. Decide también que el tema principal del 14º Congreso sea “Promoción 

de la prevención del delito, la justicia penal y el estado de derecho: hacia el 

cumplimiento de la Agenda 2030”; 

 6. Decide además que, de conformidad con su resolución 56/119, el 14º 

Congreso se inicie con una serie de sesiones de alto nivel en la que se invite a los 

Estados a que envíen representantes del más alto nivel posible, por ejemplo, Jefes 

de Estado o de Gobierno, ministros o fiscales generales, y que se dé a los 

representantes la oportunidad de hacer declaraciones sobre los temas del Congreso;  

 7. Decide que, de conformidad con su resolución 56/119, el 14º Congreso 

apruebe una sola declaración, que se presentará a la Comisión de Prevención del 

Delito y Justicia Penal para que la examine; 

 8. Solicita al Secretario General que aliente a las entidades pertinentes del 

sistema de las Naciones Unidas a que envíen representantes al 14º  Congreso, 

teniendo presentes el tema principal, los temas del programa y los temas de los 

seminarios del Congreso; 

 9. Aprueba el siguiente programa provisional del 14º Congreso, definido 

por la Comisión en su 26º período de sesiones: 

  1. Apertura del Congreso. 

  2. Cuestiones de organización. 

  3. Estrategias amplias de prevención del delito orientadas al desarrollo 

social y económico. 

  4. Enfoques integrados de los retos que afronta el sistema de justicia 

penal. 

  5. Enfoques multidimensionales que pueden adoptar los Gobiernos 

para promover el estado de derecho, por ejemplo, facilitando el 

acceso a la justicia para todos; creando instituciones eficaces, 

responsables, imparciales e inclusivas; y considerando la 

posibilidad de adoptar medidas sociales, educativas y otras medidas 

__________________ 

 
5
  Resolución 70/174, anexo. 

https://undocs.org/sp/A/RES/56/119
https://undocs.org/sp/A/RES/56/119
https://undocs.org/sp/A/RES/70/174
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pertinentes, como la promoción de una cultura de la legalidad 

basada en el respeto de la diversidad cultural, de conformidad con 

la Declaración de Doha. 

  6. Cooperación internacional y asistencia técnica para prevenir y 

abordar todas las formas de delincuencia: 

   a) El terrorismo en todas sus formas y manifestaciones; 

   b) Las formas de delincuencia nuevas y emergentes.  

  7. Aprobación del informe del Congreso. 

 10. Decide que en los seminarios previstos en el marco del 14º  Congreso se 

examinen los temas siguientes: 

 a) Prevención del delito de base empírica: estadísticas, indicadores y 

evaluaciones en apoyo de prácticas eficaces; 

 b) Reducción de la reincidencia: determinar los riesgos y encontrar 

soluciones; 

 c) La educación y la participación activa de los jóvenes como clave para 

crear sociedades resilientes ante la delincuencia;  

 d) Tendencias delictivas actuales, fenómenos recientes y soluciones 

emergentes, en particular la utilización de las nuevas tecnologías como medio e 

instrumento contra el delito; 

 11. Solicita al Secretario General que, en colaboración con los institutos de 

la red del programa de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y 

justicia penal, prepare una guía para las deliberaciones de las reuniones 

preparatorias regionales del 14º Congreso y para el Congreso propiamente dicho con 

tiempo suficiente para que dichas reuniones puedan celebrarse lo antes posible en 

2019, e invita a los Estados Miembros a que participen activamente en esa labor;  

 12. Solicita también al Secretario General que facilite la organización de las 

reuniones preparatorias regionales y proporcione los recursos necesarios para la 

participación de los países menos adelantados en esas reuniones y en el 14º  

Congreso propiamente dicho, conforme a la práctica establecida y en consulta con 

los Estados Miembros; 

 13. Insta a los participantes en las reuniones preparatorias regionales a que 

examinen los temas sustantivos del programa y los temas de los seminarios del 14º  

Congreso y formulen recomendaciones orientadas a la acción que sirvan de base de 

los proyectos de recomendaciones y de conclusiones que se someterán al examen 

del Congreso; 

 14. Invita a los Estados Miembros a que envíen al 14º Congreso 

representantes del más alto nivel posible, por ejemplo, Jefes de Estado o de 

Gobierno, ministros o fiscales generales, para que hagan declaraciones sobre el tema 

principal y los distintos temas de debate del Congreso y para que participen 

activamente en la serie de sesiones de alto nivel;  

 15. Exhorta a los Estados Miembros a que desempeñen un papel activo en el 

14º Congreso enviando juristas y expertos en políticas, inclusive profesionales con 

capacitación especializada y experiencia práctica en la prevención del delito y la 

justicia penal; 

 16. Pone de relieve la importancia de los seminarios que se celebrarán en el 

marco del 14º Congreso, e invita a los Estados Miembros, las organizaciones 

intergubernamentales y no gubernamentales y otras entidades pertinentes a que 
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presten apoyo financiero, organizativo y técnico a la Oficina de las Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito y a los institutos de la red del programa de las Naciones  

Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal para la preparación de 

los seminarios, incluidas la elaboración y distribución de la documentación de 

antecedentes que corresponda; 

 17. Solicita al Secretario General que, de conformidad con la práctica 

establecida, facilite la organización de reuniones complementarias de las 

organizaciones no gubernamentales y profesionales que participen en el 14° 

Congreso, así como reuniones de grupos de interés de carácter profesional o 

geográfico, y que adopte medidas apropiadas para fomentar la participación en el 

Congreso de la comunidad académica y de investigación, y alienta a los Estados 

Miembros a que participen activamente en esas reuniones, que ofrecen la 

oportunidad de establecer y mantener alianzas sólidas con el sector privado y las 

organizaciones de la sociedad civil; 

 18. Alienta a los Gobiernos a que emprendan los preparativos del 14º 

Congreso con antelación y por todos los medios adecuados, incluso, cuando 

proceda, creando comités preparatorios nacionales;  

 19. Alienta a los programas de las Naciones Unidas, los organismos 

especializados del sistema de las Naciones Unidas y las organizaciones 

intergubernamentales y no gubernamentales pertinentes, así como a otras 

organizaciones profesionales, a que cooperen con la Oficina de las Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito en los preparativos del 14º  Congreso; 

 20. Solicita a la Comisión que en su 27º período de sesiones dedique tiempo 

suficiente al examen de los progresos realizados en los preparativos del 14º 

Congreso, concluya oportunamente todos los arreglos organizativos y sustantivos 

pendientes y formule sus recomendaciones a la Asamblea Genera l por conducto del 

Consejo Económico y Social; 

 21. Solicita al Secretario General que vele por el debido seguimiento de la 

presente resolución y que informe al respecto a la Asamblea General por conducto 

de la Comisión en su 27º período de sesiones. 
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  Proyecto de resolución II  

  Promoción de la aplicación práctica de las Reglas Mínimas 

de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos 

(Reglas Nelson Mandela) 
 

 

 La Asamblea General, 

 Teniendo presente que las Naciones Unidas vienen preocupándose desde hace 

tiempo por que se humanice la justicia penal y se protejan los derechos humanos, y 

poniendo de relieve la importancia fundamental de los derechos humanos en la 

administración diaria de la justicia penal y la prevención del delito,  

 Recordando su resolución 65/230, de 21 de diciembre de 2010, titulada “12º 

Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal ”, en 

la que solicitó a la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal que 

estableciera un grupo intergubernamental de expertos de composición abierta para 

intercambiar información sobre las mejores prácticas, la legislación nacional y el 

derecho internacional en vigor, así como sobre la revisión de las Reglas Mínimas de 

las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos a fin de que reflejaran los 

avances recientes de la ciencia penitenciaria y las mejores prácticas,  

 Teniendo presente el amplio proceso de consultas que culminó en las 

recomendaciones del Grupo de Expertos sobre las Reglas Mínimas de las Naciones 

Unidas para el Tratamiento de los Reclusos, proceso que se prolongó durante cinco 

años y consistió en consultas preliminares con técnicos y expertos, reuniones en 

Viena, Buenos Aires y Ciudad del Cabo (Sudáfrica), y la participación y aportación 

activas de Estados Miembros de todas las regiones, con la ayuda de representantes 

de la red del programa de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y 

justicia penal y otras entidades de las Naciones Unidas, entre ellas la Oficina del 

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, el 

Subcomité para la Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes, la Oficina de las Naciones Unidas contra la  Droga y el 

Delito, organizaciones intergubernamentales como el Comité Internacional de la 

Cruz Roja, organismos especializados del sistema de las Naciones Unidas, como la 

Organización Mundial de la Salud, y organizaciones no gubernamentales y expertos 

individuales en materia de ciencia penitenciaria y derechos humanos,  

 Recordando su resolución 70/175, de 17 de diciembre de 2015, titulada 

“Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos 

(Reglas Nelson Mandela)”, en la que aprobó la revisión propuesta de las Reglas 

Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos como las Reglas Mínimas de las 

Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos y aprobó la recomendación del 

Grupo de Expertos de que las Reglas se denominaran “Reglas Nelson Mandela”, en 

homenaje al legado del difunto Presidente de Sudáfrica, Nelson Rolihlahla Mandela, 

que pasó 27 años encarcelado durante su lucha por los derechos humanos, la 

igualdad, la democracia y la promoción de una cultura de paz a nivel mundial,  

 Recordando también que en su resolución 70/175 decidió ampliar el alcance 

del Día Internacional de Nelson Mandela, observado cada año el 18 de julio
1
, para 

que también se utilizara a fin de promover condiciones de encarcelamiento dignas, 

sensibilizar acerca del hecho de que los reclusos son parte integrante de la sociedad 

y valorar la labor del personal penitenciario como servicio social de particular 

importancia, y, con ese propósito, invitó a los Estados Miembros, las organizaciones 

regionales y las organizaciones del sistema de las Naciones Unidas a celebrar esa 

ocasión de manera apropiada,  

__________________ 

 
1
  Véase la resolución 64/13. 

https://undocs.org/sp/A/RES/65/230
https://undocs.org/sp/A/RES/70/175
https://undocs.org/sp/A/RES/70/175
https://undocs.org/sp/A/RES/64/13
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 Recordando además que en la misma resolución invitó a la Comisión de 

Prevención del Delito y Justicia Penal a que, en sus próximos períodos de sesiones, 

considerara la posibilidad de volver a convocar al Grupo de Expertos a fin de que 

determinara las lecciones aprendidas, los modos de seguir intercambiando buenas 

prácticas y las dificultades halladas en la aplicación de las Reglas Nelson Mandela,  

 Recordando su resolución 71/188, de 19 de diciembre de 2016, titulada “Los 

derechos humanos en la administración de justicia”, en la que acogió con 

beneplácito la aprobación de las Reglas Nelson Mandela, reconoció la importancia 

del principio de que, a excepción de aquellas restricciones legales que fueran 

fehacientemente necesarias en razón de la encarcelación, las personas privadas de 

libertad debían conservar sus derechos humanos inalienables y todos los demás 

derechos humanos y libertades fundamentales, y recordó que la rehabilitación social 

y la reintegración en la sociedad de las personas privadas de libertad debía ser uno 

de los objetivos esenciales del sistema de justicia penal, garantizando, en la medida 

de lo posible, que los delincuentes pudieran llevar una existencia respetuosa de la 

ley y autónoma cuando se incorporaran de nuevo a la sociedad,  

 Reafirmando su resolución 71/209, de 19 de diciembre de 2016, titulada 

“Fortalecimiento del programa de las Naciones Unidas en materia de prevención del 

delito y justicia penal, en particular de su capacidad de cooperación técnica ”, en la 

que exhortó a los Estados Miembros a que aplicaran, según procediera, las Reglas 

Nelson Mandela, teniendo presentes su espíritu y su propósito, y alentó a los 

Estados Miembros a que adoptaran las medidas pertinentes, de acuerdo con la 

situación de cada uno, para asegurar la difusión, utilización y aplicación de las 

reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y 

justicia penal, incluido el estudio y, cuando lo consideraran necesario, la 

divulgación de los manuales y textos elaborados y publicados por la Oficina de las 

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito,  

 Recordando otras reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de 

prevención del delito y justicia penal relacionadas con el tratamiento de los reclusos 

y las medidas sustitutivas del encarcelamiento, en particular los Procedimientos 

para la Aplicación Efectiva de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los 

Reclusos
2
, el Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas 

Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión
3
, los Principios Básicos para 

el Tratamiento de los Reclusos
4
, las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre 

las Medidas No Privativas de la Libertad (Reglas de Tokio)
5
, las Directrices para la 

Prevención del Delito
6
 y los Principios Básicos sobre la Utilización de Programas de 

Justicia Restaurativa en Materia Penal
7
, 

 Teniendo presente la necesidad de ejercer una vigilancia con respecto a la 

situación específica de los niños, los menores y las mujeres en la administración de 

justicia, en particular en situaciones de privación de libertad, como se pide en las 

Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de 

Menores (Reglas de Beijing)
8
, las Directrices de las Naciones Unidas para la 

Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
9
, las Reglas de las 

Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad
10

 y las 

__________________ 

 
2
  Resolución 1984/47 del Consejo Económico y Social, anexo. 

 
3
  Resolución 43/173, anexo. 

 
4
  Resolución 45/111, anexo. 

 
5
  Resolución 45/110, anexo. 

 
6
  Resolución 2002/13 del Consejo Económico y Social, anexo. 

 
7
  Resolución 2002/12 del Consejo Económico y Social, anexo. 

 
8
  Resolución 40/33, anexo. 

 
9
  Resolución 45/112, anexo. 

 
10

  Resolución 45/113, anexo. 

https://undocs.org/sp/A/RES/71/188
https://undocs.org/sp/A/RES/71/209
https://undocs.org/sp/A/RES/84/47
https://undocs.org/sp/A/RES/43/173
https://undocs.org/sp/A/RES/45/111
https://undocs.org/sp/A/RES/45/110
https://undocs.org/sp/A/RES/02/13
https://undocs.org/sp/A/RES/02/12
https://undocs.org/sp/A/RES/40/33
https://undocs.org/sp/A/RES/45/112
https://undocs.org/sp/A/RES/45/113
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Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las Reclusas y Medidas No 

Privativas de la Libertad para las Mujeres Delincuentes (Reglas de Bangkok)
11

,  

 Teniendo presente que en la Declaración de Doha sobre la Integración de la 

Prevención del Delito y la Justicia Penal en el Marco Más Amplio del Programa de 

las Naciones Unidas para Abordar los Problemas Sociales y Económicos y 

Promover el Estado de Derecho a Nivel Nacional e Internacional y la Participación 

Pública, aprobada al concluir el 13
er

 Congreso de las Naciones Unidas sobre 

Prevención del Delito y Justicia Penal, que se celebró en Qatar en abril de 2015
12

, se 

señala la necesidad de aplicar políticas penitenciarias centradas en la educación, el 

trabajo, la atención médica, la rehabilitación, la reinserción social y la prevención 

de la reincidencia y mejorar las existentes, y de considerar la posibilidad de 

formular y fortalecer políticas de apoyo a las familias de los reclusos, así como 

promover y alentar el uso de medidas sustitutivas del encarcelamiento, cuando 

proceda, y someter a examen o reformar los procesos de justicia restaurativa y de 

otro tipo a fin de que la reinserción sea satisfactoria,  

 Preocupada por las repercusiones negativas del hacinamiento en el disfrute de 

los derechos humanos por los reclusos,  

 Observando que sigue siendo necesario aumentar el intercambio de 

información y experiencias y asistencia técnica a fin de mejorar las condiciones 

penitenciarias, cuando sea necesario, y afrontar diversos retos graves, como el 

hacinamiento, teniendo en cuenta las reglas y normas internacionales pertinentes,  

 Recalcando que, pese a no ser jurídicamente vinculantes, las Reglas Nelson 

Mandela representan, en su conjunto, las condiciones mínimas que las Naciones 

Unidas consideran aceptables y establecen lo que en general se reconoce como 

buenos principios y prácticas en lo que respecta al tratamiento de los reclusos y la 

administración penitenciaria, 

 Reconociendo la variedad de marcos jurídicos de los Estados Miembros y, en 

ese sentido, reconociendo que los Estados Miembros pueden adaptar la aplicación 

de las Reglas Nelson Mandela con arreglo a sus marcos jurídicos internos, según 

corresponda, teniendo presentes el espíritu y los propósitos de las Reglas,  

 Observando con preocupación que en diversas partes del mundo persisten los 

retos que dificultan la gestión de los establecimientos penitenciarios de  conformidad 

con las reglas y normas internacionales, como el hacinamiento, las malas 

condiciones penitenciarias que pueden tener graves consecuencias médicas, y la 

presencia de reclusos considerados de alto riesgo,  

 1. Alienta a los Estados Miembros a que se esfuercen por mejorar las 

condiciones penitenciarias y promuevan la aplicación práctica de las Reglas 

Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (Reglas 

Nelson Mandela)
13

 como reglas mínimas universalmente reconocidas y actualizadas 

para el tratamiento de los reclusos, utilicen las Reglas como guía en la elaboración 

de leyes, políticas y prácticas penitenciarias, sigan intercambiando información 

sobre buenas prácticas y determinando cuáles son los problemas a que se enfrentan 

en la aplicación práctica de las Reglas y compartan sus experiencias en la solución 

de esos problemas; 

 2. Alienta también a los Estados Miembros a que se ocupen del problema 

del hacinamiento en los centros de detención adoptando medidas eficaces, en 

particular reforzando la disponibilidad y utilización de medidas sustitutivas de la 

__________________ 

 
11

  Resolución 65/229, anexo. 

 
12

  Resolución 70/174, anexo. 

 
13

  Resolución 70/175, anexo. 

https://undocs.org/sp/A/RES/65/229
https://undocs.org/sp/A/RES/70/174
https://undocs.org/sp/A/RES/70/175
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prisión preventiva y de las penas privativas de la libertad, teniendo en cuenta las 

Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas No Privativas de la 

Libertad (Reglas de Tokio)
5
 y las Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento 

de las Reclusas y Medidas No Privativas de la Libertad para las Mujeres 

Delincuentes (Reglas de Bangkok)
11

, el acceso a la asistencia jurídica, los 

mecanismos para la prevención del delito, los programas de puesta en libertad 

temprana y rehabilitación y la eficiencia y capacidad del sistema de justicia penal y 

sus instalaciones; 

 3. Acoge con beneplácito que se haya formado en Viena el Grupo de 

Amigos de las Reglas Nelson Mandela como grupo oficioso y de composición 

abierta de Estados Miembros de ideas afines, y acoge con beneplácito también la 

primera reunión del Grupo, que se celebró en el 26º período de sesiones de la 

Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal, en la que el Grupo decidió que 

sus principales objetivos serían los siguientes:  

 a) Mantener el impulso generado por la aprobación de las Reglas Nelson 

Mandela para la gestión y reforma en materia penitenciaria dando a conocer las 

Reglas y promoviendo su aplicación práctica en todo el mundo; 

 b) Organizar consultas de expertos sobre aspectos prioritarios relativos a la 

gestión penitenciaria en futuros períodos de sesiones de la Comisión y facilitar 

posiciones comunes, según proceda; 

 c) Servir de principal vehículo de apoyo para la asistencia técnica que 

preste la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en el marco de 

su Programa Mundial para Hacer Frente a los Retos Penitenciarios;  

 d) Facilitar la participación más amplia posible de los Estados Miembros en 

la celebración anual del Día Internacional de Nelson Mandela, el 18 de julio, con el 

objetivo adicional de promover condiciones de reclusión dignas;  

 4. Expresa su agradecimiento al Gobierno de Sudáfrica por haber tomado la 

iniciativa de crear el Grupo de Amigos de las Reglas Nelson Mandela y haber 

asumido la presidencia del Grupo, dando continuidad de ese modo a la labor de 

liderazgo que desempeñó durante todo el proceso de revisión de las Reglas Mínimas 

para el Tratamiento de los Reclusos, en particular mediante la celebración de la 

última reunión del Grupo de Expertos sobre las Reglas Mínimas para el Tratamiento 

de los Reclusos en Ciudad del Cabo (Sudáfrica) del 2 al 5 de marzo de 2015; 

 5. Invita a todos los Estados Miembros a que consideren la posibilidad de 

participar activamente en el Grupo de Amigos de las Reglas Nelson Mandela a fin 

de crear un foro oficioso para el intercambio de opiniones y de información sobre 

experiencias y retos en cuanto a la aplicación práctica de las Reglas;  

 6. Reconoce que la buena gestión de los establecimientos penitenciarios y el 

tratamiento de los reclusos de conformidad con las reglas y normas internacionales 

en materia de prevención del delito y justicia penal también pueden contribuir a la 

aplicación por los Estados Miembros de la Agenda 2030 para el Desarrollo 

Sostenible
14

 y, en particular, al logro del Objetivo de Desarrollo Sostenible 16, 

Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el 

acceso a la justicia para todos y construir a todos los niveles instituciones eficaces e 

inclusivas que rindan cuentas, y el Objetivo 5, Lograr la igualdad de género y 

empoderar a todas las mujeres y las niñas; 

  

__________________ 

 
14

  Resolución 70/1. 

https://undocs.org/sp/A/RES/70/1
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 7. Acoge con reconocimiento el Programa Mundial para Hacer Frente a los 

Retos Penitenciarios, creado por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga 

y el Delito, y los servicios de asistencia técnica y asesoramiento que este presta a 

los Estados Miembros que lo solicitan, centrados en las tres esferas de racionalizar 

el recurso a la privación de la libertad, mejorar las condiciones penitenciarias y 

fortalecer la gestión de los establecimientos penitenciarios y apoyar la reinserción 

social de los reclusos tras su puesta en libertad; 

 8. Reitera que las buenas prácticas de gestión penitenciaria basadas en las 

reglas y normas internacionales en materia de prevención del delito y justicia penal 

deberían constituir la base para el tratamiento de los reclusos de todas las 

categorías, y resalta a este respecto el valor de las Reglas Nelson Mandela para 

hacer frente a las dificultades concretas que plantean los reclusos de alto riesgo;  

 9. Acoge con beneplácito la labor de asistencia técnica llevada a cabo por la 

Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, en estrecha cooperación 

con expertos nacionales de los Estados Miembros y con el apoyo financiero 

prestado por el Gobierno de Alemania, en lo que respecta a las Reglas Nelson 

Mandela, que comprende la elaboración de material orientativo para ayudar a las 

autoridades penitenciarias a aplicar las Reglas, incluso en lo que respecta al 

tratamiento de los reclusos de alto riesgo; 

 10. Acoge con beneplácito también el apoyo financiero prestado por el 

Gobierno de Qatar para ayudar en la aplicación de la Declaración de Doha sobre la 

Integración de la Prevención del Delito y la Justicia Penal en el Marco Más Amplio 

del Programa de las Naciones Unidas para Abordar los Problemas Sociales y 

Económicos y Promover el Estado de Derecho a Nivel Nacional e Internacional y la 

Participación Pública
12

, en forma de un programa de asistencia técnica ejecutado 

por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, que incluye un 

componente específico para facilitar la rehabilitación y la reinserción social de los 

reclusos; 

 11. Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 

que siga velando por que se dé una amplia difusión a las Reglas Nelson Mandela, 

prepare material de orientación y proporcione a los Estados Miembros que lo 

soliciten asistencia técnica y servicios de asesoramiento en materia de reforma 

penal, a fin de que elaboren o fortalezcan leyes, procedimientos, políticas y 

prácticas penitenciarias de conformidad con las Reglas;  

 12. Solicita también a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 

Delito que, en el marco de su mandato, facilite el intercambio de información y 

experiencias entre los Estados Miembros en lo que respecta a la aplicación práctica 

de las Reglas Nelson Mandela; 

 13. Alienta a los Estados Miembros a que estudien la posibilidad de asignar 

recursos humanos y financieros suficientes para ayudar al mejoramiento de las 

condiciones penitenciarias, entre otras formas mediante la mejora y modernización 

de las instalaciones penitenciarias, y a la aplicación de las Reglas Nelson Mandela, 

e invita a los Estados Miembros y demás donantes a que aporten recursos 

extrapresupuestarios para los fines descritos anteriormente, de conformidad con las 

reglas y procedimientos de las Naciones Unidas; 

 14. Reconoce el importante papel de la red del programa de las Naciones 

Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal, las organizaciones 

intergubernamentales y las organizaciones no gubernamentales reconocidas por el 

Consejo Económico y Social como entidades de carácter consultivo, en la tare a de 

impulsar la difusión, promoción y aplicación práctica de las Reglas Nelson 

Mandela, y los invita a cooperar y a actuar de manera conjunta.  
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  Proyecto de resolución III 

  Asistencia técnica para aplicar los tratados y protocolos 

internacionales relativos a la lucha contra el terrorismo 
 

 

 La Asamblea General, 

 Recordando todas las resoluciones de las Naciones Unidas relacionadas con la 

asistencia técnica y legislativa para luchar contra el terrorismo, especialmente las 

más recientes
1
, 

 Reafirmando su resolución 70/291, de 1 de julio de 2016, titulada “Examen de 

la Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo”, 

 Recordando que el terrorismo en todas sus formas y manifestaciones 

constituye una de las amenazas más serias para la paz y la seguridad de las 

sociedades y que todos los actos de terrorismo son criminales e injustificables, 

cualquiera que sea su motivación y dondequiera y por quienquiera que sean 

cometidos, y que deben ser condenados inequívocamente, especialmente si atacan o 

hieren a civiles de forma indiscriminada, 

 Destacando nuevamente la necesidad de reforzar la cooperación internacional, 

regional y subregional para prevenir y combatir eficazmente el terrorismo, en 

particular aumentando la capacidad nacional de los Estados mediante la prestación 

de asistencia técnica basada en las necesidades y prioridades identificadas por los 

Estados solicitantes, 

 Poniendo de relieve la necesidad de hacer frente a las condiciones que 

propician la expansión del terrorismo, respetando plenamente al mismo tiempo los 

propósitos y principios fundamentales de la Carta de las Naciones Unidas y el 

derecho internacional, 

 Recordando la Declaración y Programa de Acción sobre una Cultura de Paz
2
 y 

el Programa Mundial para el Diálogo entre Civilizaciones
3
, 

 Recordando en particular su resolución 70/177, de 17 de diciembre de 2015, 

en la que, entre otras cosas, exhortó a la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito a que siguiera prestando asistencia técnica a los Estados 

Miembros que la solicitasen con el objeto de desarrollar su capacidad para pasar a 

ser partes en los tratados y protocolos internacionales relativos a la lucha contra el 

terrorismo y aplicarlos, en particular mediante programas específicos y la 

capacitación de los funcionarios competentes de justicia penal y aplicación de la ley, 

la preparación de iniciativas pertinentes y la participación en ellas y la elaboración 

de instrumentos técnicos y publicaciones, en consulta con los Estados Miembros,  

 Reiterando todos los aspectos de la Estrategia Global de las Naciones Unidas 

contra el Terrorismo
4
 y la necesidad de que los Estados continúen aplicándola, como 

se reafirmó en su resolución 70/291, 

 Reconociendo la importancia de combatir el terrorismo y prevenir el 

extremismo violento cuando conduzca al terrorismo, y a ese respecto destacando la 

importancia de aplicar de manera integrada y equilibrada la Estrategia Global de las 

Naciones Unidas contra el Terrorismo en sus cuatro pilares, reafirmando que la 

responsabilidad principal de aplicar la Estrategia recae en los Estados Miembros,  
__________________ 

 
1
  Resoluciones de la Asamblea General 70/148, 70/177, 70/291, 71/151 y 71/209; y resoluciones 

del Consejo de Seguridad 2133 (2014), 2178 (2014), 2195 (2014), 2199 (2015), 2253 (2015), 

2309 (2016), 2322 (2016), 2341 (2017), 2347 (2017) y 2349 (2017). 

 
2
  Resoluciones 53/243 A y B. 

 
3
  Resolución 56/6. 

 
4
  Resolución 60/288. 

https://undocs.org/sp/A/RES/70/291
https://undocs.org/sp/A/RES/70/177
https://undocs.org/sp/A/RES/70/291
https://undocs.org/sp/A/RES/70/148
https://undocs.org/sp/A/RES/70/177
https://undocs.org/sp/A/RES/70/291
https://undocs.org/sp/A/RES/71/151
https://undocs.org/sp/S/RES/2133(2014)
https://undocs.org/sp/S/RES/2178(2014)
https://undocs.org/sp/S/RES/2195(2014)
https://undocs.org/sp/S/RES/2199(2015)
https://undocs.org/sp/S/RES/2253(2015)
https://undocs.org/sp/S/RES/2309(2016)
https://undocs.org/sp/S/RES/2322(2016)
https://undocs.org/sp/S/RES/2341(2017)
https://undocs.org/sp/S/RES/2347(2017)
https://undocs.org/sp/S/RES/2349(2017)
https://undocs.org/sp/A/RES/53/243
https://undocs.org/sp/A/RES/56/6
https://undocs.org/sp/A/RES/60/288
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 Observando, a ese respecto, la necesidad de seguir combatiendo el terrorismo 

en todas sus formas y manifestaciones, incluidos los vínculos existentes, crecientes 

o potenciales que, en algunos casos, existan entre la delincuencia organizada 

transnacional, las actividades ilícitas relacionadas con las drogas, el blanqueo de 

dinero y la financiación del terrorismo, a fin de fortalecer las respuestas de la 

justicia penal a esos delitos, 

 Observando con aprecio la labor que realiza la Oficina de las Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito para apoyar a los Estados Miembros en sus iniciativas de 

prevención y lucha contra el terrorismo en todas sus formas y manifestaciones en el 

contexto de la prevención del delito y la justicia penal, reiterando que esa labor debe 

realizarse en estrecha coordinación con los Estados Miembros, 

 Tomando nota del informe del Secretario General sobre la asistencia técnica en 

la aplicación de los tratados y protocolos internacionales relativos al terrorismo
5
, 

 Reafirmando que el terrorismo en todas sus formas y manifestaciones no  

puede ni debe asociarse a ninguna religión, nacionalidad, civilización o grupo 

étnico, 

 Reconociendo los esfuerzos que está realizando el Secretario General por 

mejorar la coordinación de la labor de las entidades de las Naciones Unidas en lo 

que respecta a la lucha contra el terrorismo y aplicar de manera equilibrada los 

cuatro pilares de la Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo,  

 1. Insta a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que 

consideren la posibilidad de hacerse partes en los tratados y protocolos 

internacionales existentes relativos a la lucha contra el terrorismo, y solicita a la 

Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito que, con arreglo a su 

mandato y en estrecha coordinación con las entidades pertinentes del Equipo 

Especial sobre la Ejecución de la Lucha contra el Terrorismo, siga prestando 

asistencia técnica a los Estados Miembros para la ratificación y la incorporación al 

derecho interno de esos instrumentos jurídicos internacionales;  

 2. Alienta a los Estados Miembros a que continúen promoviendo, a nivel 

nacional, una coordinación eficaz entre los organismos encargados de hacer cumplir 

la ley y otras entidades pertinentes y las autoridades responsables de prevenir y 

combatir el terrorismo, y solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito que, cuando se le solicite y con arreglo a su mandato, continúe 

prestando asistencia técnica a ese respecto; 

 3. Insta a los Estados Miembros a que continúen fortaleciendo la 

coordinación y cooperación internacionales a fin de prevenir y combatir el 

terrorismo, en todas sus formas y manifestaciones, con arreglo al derecho 

internacional, incluida la Carta de las Naciones Unidas, a que apliquen 

efectivamente los instrumentos internacionales y resoluciones de las Naciones 

Unidas pertinentes, a que consideren la posibilidad de concertar, cuando proceda, 

tratados sobre extradición y asistencia judicial recíproca, y a que velen por que se 

imparta a todo el personal pertinente capacitación adecuada para la ejecución de 

actividades de cooperación internacional, y exhorta a todos los Estados a que 

consideren la posibilidad de proporcionar a la Oficina de las Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito, para su base de datos, la información de contacto de las 

autoridades designadas y otros datos pertinentes;  

 4. Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 

que, con arreglo a su mandato, preste asistencia técnica con ese fin a los Estados 

Miembros que la soliciten, entre otras cosas manteniendo y mejorando su asistencia 

__________________ 

 
5
  E/CN.15/2017/5. 

https://undocs.org/sp/E/CN.15/2017/5
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relacionada con la cooperación jurídica y judicial internacional relativa a la lucha 

contra el terrorismo, también en lo que respecta a los asuntos penales relacionados 

con los combatientes terroristas extranjeros, y promoviendo el desarrollo de 

autoridades centrales fuertes y eficaces para la cooperación internacional en asuntos 

penales; 

 5. Destaca la importancia de establecer y mantener sistemas de justicia 

penal eficaces, imparciales, humanos, transparentes y responsables, con arreglo al 

derecho internacional aplicable, como base fundamental de toda estrategia para 

combatir el terrorismo, y solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito que, cuando proceda, tenga en cuenta en su programa de 

asistencia técnica para combatir el terrorismo los elementos necesarios para 

desarrollar la capacidad nacional a fin de reforzar los sistemas de justicia penal y el 

estado de derecho; 

 6. Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 

que, conforme a su mandato en el ámbito de la prevención y la lucha contra el 

terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, continúe desarrollando los 

conocimientos jurídicos especializados y continúe fortaleciendo la prestación de 

asistencia técnica a los Estados Miembros que la soliciten con respecto a la 

adopción de medidas eficaces para las respuestas de la justicia penal en materia de 

prevención del terrorismo conformes con todas las obligaciones que les incumben 

en virtud del derecho internacional, en particular el derecho internacional de los 

derechos humanos, el derecho internacional de los refugiados y el derecho 

internacional humanitario, con pleno respeto de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales; 

 7. Exhorta a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito a 

que siga mejorando la asistencia técnica que presta a los Estados Miembros que la 

solicitan con objeto de desarrollar su capacidad para pasar a ser partes en los 

tratados y protocolos internacionales relativos a la lucha contra el terrorismo y 

aplicarlos, en particular mediante programas específicos y la capacitación de los 

funcionarios de justicia penal y aplicación de la ley competentes, cuando se le 

solicite, a fin de desarrollar su capacidad para responder eficazmente a los actos 

terroristas, prevenirlos, investigarlos y enjuiciar a sus autores, mediante la 

preparación de iniciativas pertinentes y la participación en ellas y mediante la 

elaboración de instrumentos técnicos y publicaciones, conforme a su mandato y en 

estrecha consulta con los Estados Miembros; 

 8. Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 

que, con arreglo a su mandato y, cuando proceda, en colaboración con el Comité 

contra el Terrorismo y su Dirección Ejecutiva y el Equipo Especial sobre la 

Ejecución de la Lucha contra el Terrorismo, continúe prestando asistencia a los 

Estados Miembros que la soliciten para hacer frente a la amenaza de los 

combatientes terroristas extranjeros, incluidos los combatientes terroristas 

extranjeros que regresan, a través de sus actividades de desarrollo de la capacidad, 

con miras a mejorar su cooperación, formular medidas pertinentes y elaborar 

respuestas de la justicia penal adecuadas a efectos de prevenir la financiación, la 

movilización, los viajes, la captación, la organización y la radicalización de 

combatientes terroristas extranjeros, velar por que toda persona que participe en la 

financiación, planificación, preparación o comisión de actos de terrorismo, o que 

preste apoyo a esos actos, comparezca ante la justicia, y formular y aplicar 

respuestas de la justicia penal adecuadas, incluido el enjuiciamiento y estrategias 

eficaces de reintegración de los combatientes terroristas extranjeros que regresan, de 

conformidad con las obligaciones pertinentes previstas en el derecho internacional y 

en la legislación interna; 
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 9. Alienta a los Estados Miembros a que continúen definiendo, analizando y 

haciendo frente a todo vínculo que exista, surja o pueda surgir, en algunos casos , 

entre la delincuencia organizada transnacional, las actividades ilícitas relacionadas 

con las drogas, el blanqueo de dinero y la financiación del terrorismo, a fin de 

mejorar las respuestas de la justicia penal a esos delitos, y exhorta a la Oficina de 

las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito a que, de conformidad con sus 

mandatos pertinentes, apoye los esfuerzos de los Estados Miembros en ese sentido 

cuando estos lo soliciten; 

 10 Exhorta a los Estados Miembros a que fortalezcan la gestión de fronteras 

para prevenir de manera eficaz los movimientos de combatientes terroristas 

extranjeros y grupos terroristas, y solicita a la Oficina de las Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito que continúe prestando asistencia técnica con ese fin a 

los Estados que la soliciten; 

 11. Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 

que, con arreglo a su mandato, siga apoyando a los Estados Miembros que lo 

soliciten en lo que respecta a la ejecución de programas de formación encaminados 

a fortalecer la prevención del delito y las respuestas de la justicia penal a la 

destrucción y el tráfico de bienes culturales por terroristas;  

 12. Solicita también a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 

Delito que, con arreglo a su mandato, continúe desarrollando sus conocimientos 

jurídicos especializados en estrecha consulta con los Estados Miembros a fin de 

seguir prestando asistencia a los Estados Miembros que la soliciten para prevenir y 

combatir la utilización de la tecnología de la información y las comunicaciones, en 

particular Internet y otros medios, con miras a planificar, incitar, financiar o cometer 

ataques terroristas, y que preste apoyo a esos Estados Miembros para que penalicen 

e investiguen esos actos y enjuicien a los responsables, de manera efectiva, de 

conformidad con el derecho interno y las normas internacionales aplicables en 

materia de garantías procesales y con pleno respeto de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales, incluido el derecho a la privacidad y la libertad de 

expresión, y que aliente la utilización de Internet como instrumento para luchar 

contra la propagación del terrorismo; 

 13. Solicita además a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 

Delito que preste, cuando se le solicite, asistencia técnica para consolidar la 

capacidad de los Estados Miembros de elaborar y ejecutar programas de asistencia y 

apoyo a las víctimas del terrorismo con arreglo a sus leyes nacionales pertinentes, 

haciendo hincapié en las necesidades especiales de las mujeres y los niños; 

 14. Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 

que, por conducto de su Programa Mundial sobre la Violencia contra los Niños, 

continúe prestando apoyo a los Estados Miembros que lo soliciten, de conformidad 

con la legislación nacional pertinente, para asegurar que los niños sospechosos, 

acusados o declarados culpables de infringir la ley, en particular los que se vean 

privados de libertad, así como los niños víctimas y testigos de delitos, sean tratados 

de tal forma que se respeten sus derechos y su dignidad de conformidad con el 

derecho internacional aplicable, en particular las obligaciones dimanantes de la 

Convención sobre los Derechos del Niño
6
, y que se adopten las medidas pertinentes 

a fin de reintegrar efectivamente a los niños que hayan estado asociados con grupos 

armados y grupos terroristas; 

  

__________________ 

 
6
  Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1577, núm. 27531. 
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 15. Alienta a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito a 

que preste asistencia a los Estados Miembros que la soliciten para incorporar 

perspectivas de género en las respuestas de la justicia penal al terrorismo, 

respetando plenamente el derecho de los derechos humanos, a fin de prevenir el 

reclutamiento de mujeres y niñas como terroristas y promover la plena protección 

de las mujeres y las niñas contra toda forma de explotación o violencia perpetrada 

por terroristas; 

 16. Insta a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito a 

que, en coordinación con el Comité contra el Terrorismo y su Dirección Ejecutiva y 

el Equipo Especial sobre la Ejecución de la Lucha contra el Terrorismo, continúe 

fortaleciendo su cooperación con las organizaciones internacionales y las entidades 

competentes del sistema de las Naciones Unidas, así como con organizaciones y 

mecanismos internacionales, regionales y subregionales, en la prestación de 

asistencia técnica, según proceda, y observa las iniciativas conjuntas en curso de la 

Oficina y el Comité y su Dirección Ejecutiva y las entidades del Equipo Especial;  

 17. Expresa su reconocimiento a los Estados Miembros que han apoyado las 

actividades de asistencia técnica de la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito, entre otras cosas mediante contribuciones financieras, e invita a 

los Estados Miembros a que consideren la posibilidad de hacer más contribuciones 

financieras voluntarias sostenibles y prestar apoyo en especie, en particular en vista 

de la necesidad de prestar asistencia técnica más acertada y eficaz con objeto de 

ayudar a los Estados Miembros a aplicar las disposiciones pertinentes de la 

Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo
4
; 

 18. Solicita al Secretario General que siga proporcionando recursos 

suficientes a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito para que 

lleve a cabo actividades con arreglo a su mandato a fin de ayudar a los Estados 

Miembros que lo soliciten a aplicar los elementos pertinentes de la Estrategia 

Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo;  

 19. Solicita también al Secretario General que en su septuagésimo tercer 

período de sesiones le presente un informe sobre la aplicación de la presente 

resolución. 
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  Proyecto de resolución IV 

  Medidas para mejorar la coordinación de la lucha contra la trata 

de personas 
 

 

 La Asamblea General, 

 Reiterando su enérgica condena de la trata de personas, especialmente mujeres 

y niños, que constituye un delito y una grave amenaza para la dignidad y la 

integridad física de las personas, los derechos humanos y el desarrollo sostenible,  

 Reiterando su preocupación por el hecho de que, a pesar de las medidas 

sostenidas que se han adoptado en los planos internacional, regional y nacional, la 

trata de personas sigue siendo uno de los problemas graves que afronta la 

comunidad internacional, que también menoscaba el goce de los derechos humanos 

y requiere una respuesta internacional colectiva y global más concertada,  

 Teniendo presente que todos los Estados tienen la obligación de actuar con la 

debida diligencia para prevenir e investigar la trata de personas y castigar a los 

responsables, así como de proteger y asistir a las víctimas, y que toda omisión a este 

respecto constituye una violación de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales de las víctimas y menoscaba o anula su disfrute,  

 Recordando la aprobación de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible
1
, 

en la que se reafirma el compromiso de los Estados Miembros de adoptar medidas 

inmediatas y eficaces para, entre otras cosas, erradicar el trabajo forzoso y poner fin 

a las formas contemporáneas de esclavitud y la trata de personas, 

 Recordando la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 

Organizada Transnacional
2
, el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la 

Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la 

Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 

Transnacional
3
 y contiene la definición del delito de trata de personas, el Protocolo 

Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la Venta de 

Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía
4
 y la 

Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos 

y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud
5
, 

 Tomando nota de la aprobación del Protocolo de 2014 relativo al Convenio 

sobre el Trabajo Forzoso, 1930 (Núm. 29) de la Organización Internacional del 

Trabajo, en que se reconoce que la trata de personas con fines de trabajo forzoso u 

obligatorio suscita una creciente preocupación internacional,  

 Recordando la aprobación en su resolución 64/293, de 30 de julio de 2010, del 

Plan de Acción Mundial de las Naciones Unidas para Combatir la Trata de Personas, 

y subrayando la importancia de su plena aplicación,  

 Reafirmando que el Plan de Acción Mundial se elaboró para: 

 a) Promover la ratificación universal de la Convención de las Naciones 

Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y el Protocolo para 

Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y 

Niños, así como otros instrumentos internacionales pertinentes relativos a la trata de 

__________________ 

 
1
  Resolución 70/1. 

 
2
  Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 2225, núm. 39574. 

 
3
  Ibid., vol. 2237, núm. 39574. 

 
4
  Ibid., vol. 2171, núm. 27531. 

 
5
  Ibid., vol. 266, núm. 3822. 

https://undocs.org/sp/A/RES/64/293
https://undocs.org/sp/A/RES/70/1
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personas, y reforzar la aplicación de los instrumentos existentes contra la trata de 

personas, 

 b) Ayudar a los Estados Miembros a reforzar sus compromisos políticos y 

sus obligaciones jurídicas en lo que respecta a prevenir y combatir la trata de 

personas, 

 c) Promover respuestas amplias, coordinadas y sistemáticas en los planos 

nacional, regional e internacional para hacer frente a la trata de personas,  

 d) Promover un enfoque basado en los derechos humanos que tenga en 

cuenta el género y la edad al hacer frente a todos los factores que contribuyen a que 

las personas sean vulnerables a la trata y fortalecer la respuesta de la justicia penal, 

lo cual es necesario para prevenir la trata de personas, proteger a las víctimas y 

procesar a los autores, 

 e) Crear mayor conciencia en el sistema de las Naciones Unidas y también 

entre los Estados y demás interesados, como el sector privado, la sociedad civil y 

los medios de comunicación internacionales y nacionales, así como el público en 

general, 

 f) Promover la cooperación y la coordinación entre todos los interesados 

pertinentes, incluidos los Estados Miembros, las organizaciones internacionales, las 

organizaciones de la sociedad civil y el sector privado, así como en las diversas 

entidades del sistema de las Naciones Unidas, teniendo en cuenta las mejores 

prácticas existentes y las enseñanzas obtenidas,  

 Recordando sus resoluciones 61/180, de 20 de diciembre de 2006, 64/178, de 

18 de diciembre de 2009, 67/190, de 20 de diciembre de 2012, 68/192, de 18 de 

diciembre de 2013, y 70/179, de 17 de diciembre de 2015, relativas a las medidas 

para mejorar la coordinación de la lucha contra la trata de personas y sus demás 

resoluciones pertinentes sobre la trata de personas
6
, 

 Recordando también la resolución 2017/18 del Consejo Económico y Social, 

de 6 de julio de 2017, relativa a la aplicación del Plan de Acción Mundial y las 

resoluciones anteriores del Consejo sobre la trata de personas, 

 Recordando además la resolución 32/3 del Consejo de Derechos Humanos, de 

30 de junio de 2016, titulada “Trata de personas, especialmente mujeres y niños: 

protección de las víctimas de la trata de personas y las personas en riesgo de ser 

objeto de trata, especialmente las mujeres y los niños, en situaciones de conflicto y 

posteriores a conflictos”
7
, y otras resoluciones pertinentes del Consejo relativas a la 

trata de personas, 

 Acogiendo con beneplácito la aprobación de la declaración política sobre la 

aplicación del Plan de Acción Mundial de las Naciones Unidas para Combatir la 

Trata de Personas en la reunión de alto nivel de la Asamblea General, celebrada los 

días 27 y 28 de septiembre de 2017 en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva 

York
8
; 

 Tomando nota de la referencia a prevenir y combatir la trata de personas y al 

enfoque orientado a las víctimas en el contexto de la lucha contra la trata de 

personas que figura en la Declaración de Doha sobre la Integración de la Prevención 

del Delito y la Justicia Penal en el Marco Más Amplio del Programa de las Naciones 

Unidas para Abordar los Problemas Sociales y Económicos y Promover el Estado de 

__________________ 

 
6
  Resoluciones 55/67, 58/137, 59/166, 61/144, 63/156 y 63/194. 

 
7
  Véase Documentos Oficiales de la Asamblea General, septuagésimo primer período de sesiones, 

Suplemento núm. 53 (A/71/53), cap. V, secc. A. 

 
8
  Resolución 72/1. 

https://undocs.org/sp/A/RES/61/180
https://undocs.org/sp/A/RES/64/178
https://undocs.org/sp/A/RES/67/190
https://undocs.org/sp/A/RES/68/192
https://undocs.org/sp/A/RES/70/179
https://undocs.org/sp/2017/18
https://undocs.org/sp/A/RES/32/3
https://undocs.org/sp/A/RES/55/67
https://undocs.org/sp/A/RES/58/137
https://undocs.org/sp/A/RES/59/166
https://undocs.org/sp/A/RES/61/144
https://undocs.org/sp/A/RES/63/156
https://undocs.org/sp/A/RES/63/194
https://undocs.org/sp/A/71/53
https://undocs.org/sp/A/RES/72/1
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Derecho a Nivel Nacional e Internacional y la Participación Pública aprobada en el 

13º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal, 

celebrado en Doha del 12 al 19 de abril de 2015
9
, 

 Acogiendo con beneplácito la aprobación de la Declaración de Nueva York 

para los Refugiados y los Migrantes
10

 en su reunión plenaria de alto nivel sobre la 

respuesta a los grandes desplazamientos de refugiados y migrantes, celebrada el 19 

de septiembre de 2016 en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York, en la cual 

los Estados declararon que, respetando plenamente las obligaciones que les impone 

el derecho internacional, combatirían enérgicamente la trata de personas y el tráfico 

ilícito de migrantes con miras a su eliminación, incluso adoptando medidas 

selectivas encaminadas a identificar a las víctimas de la trata de personas o las 

personas que corran el riesgo de serlo, prestarían apoyo a sus víctimas y trabajarían 

para prevenir la trata de personas entre los desplazados,  

 Reconociendo la importante función que desempeña en el fomento de la 

coordinación y la cooperación en la lucha mundial contra la trata de personas el 

Grupo Interinstitucional de Coordinación contra la Trata de Personas, compuesto 

por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, la Organización 

de Aviación Civil Internacional, la Organización Internacional de Policía Criminal 

(INTERPOL), la Organización Internacional del Trabajo, la Organización 

Internacional para las Migraciones, el Programa Conjunto de las Naciones Unidas 

sobre el VIH/SIDA, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 

los Derechos Humanos, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Refugiados, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, el Programa 

de las Naciones Unidas para el Desarrollo, la Organización de las Naciones Unidas 

para la Educación, la Ciencia y la Cultura, la Entidad de las Naciones Unidas para la 

Igualdad de Género y el Empoderamiento de las Mujeres (ONU-Mujeres), el 

Instituto Interregional de las Naciones Unidas para Investigaciones sobre la 

Delincuencia y la Justicia, el Fondo de Población de las Naciones Unidas, el Banco 

Mundial y el Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la Paz de la 

Secretaría, en el marco de sus mandatos, 

 Reconociendo también que el Grupo Interinstitucional de Coordinación, en el 

marco de su mandato, contribuye a la aplicación del Plan de Acción Mundial, 

tomando nota con aprecio de las actividades de la Oficina de las Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito en su calidad de coordinadora del Grupo de 

Coordinación, así como las de los miembros del Grupo, que actúan en forma 

rotatoria como Presidente del grupo de trabajo del Grupo de Coordinación, y 

alentando una mayor participación de todos los miembros del Grupo de 

Coordinación, 

 Recordando que el Grupo Interinstitucional de Coordinación se creó con el fin 

de promover la cooperación entre los organismos pertinentes de las Naciones 

Unidas y otras organizaciones internacionales que combaten la trata de personas en 

países de todo el mundo, utilizando, en la medida de lo posible, mecanismos que ya 

existían en los planos regional y nacional, y para compartir información, 

experiencias y buenas prácticas en lo relativo a las actividades de las entidades 

asociadas para contrarrestar la trata de personas con los Gobiernos, las 

organizaciones internacionales y regionales y otros órganos pertinentes,  

 Poniendo de relieve el papel fundamental de la labor de la Oficina de las 

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en la lucha mundial contra la trata de 

personas, sobre todo a la hora de prestar asistencia técnica a los Estados Miembros 

__________________ 
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que la soliciten para aplicar la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional y el Protocolo para Prevenir, Reprimir y 

Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, aprovechando los 

instrumentos existentes para el desarrollo de la capacidad, la experiencia adquirida 

de los Estados Miembros y los servicios de expertos disponibles en otras 

organizaciones internacionales, 

 Reconociendo la necesidad de seguir forjando una alianza mundial entre todos 

los interesados contra la trata de personas y de seguir avanzando hacia un enfoque 

más amplio y coordinado para prevenir y combatir la trata de personas y para 

proteger y prestar asistencia a las víctimas de la trata de personas mediante los 

mecanismos nacionales, regionales e internacionales apropiados,  

 Reconociendo también la importancia de los mecanismos e iniciativas de 

cooperación bilateral, subregional, regional e internacional, incluido el intercambio 

de información sobre mejores prácticas, establecidos por los Gobiernos y las 

organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales para hacer frente al 

problema de la trata de personas, especialmente mujeres y niños, 

 Destacando la necesidad de adoptar las medidas del caso para proporcionar 

acceso a la justicia y protecciones a las víctimas en los procedimientos de justicia 

penal, incluidas medidas destinadas a asegurar que las víctimas de la trata de 

personas identificadas no sean castigadas por haberlo sido ni sufran victimización 

como resultado de acciones de las autoridades gubernamentales, comunidades y 

familias, 

 Reconociendo que una amplia cooperación internacional entre los Estados 

Miembros y las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales 

competentes es fundamental para contrarrestar eficazmente la amenaza de la trata de 

personas y otras formas contemporáneas de esclavitud,  

 Reconociendo también que, con frecuencia, las víctimas de la trata son objeto 

de múltiples formas de discriminación y violencia, por motivos como el género, la 

edad, la discapacidad, el origen étnico, la cultura y la religión, así como por su 

procedencia nacional y social, y que esas formas de discriminación pueden por sí  

mismas fomentar la trata de personas, y que las mujeres y los niños que carecen de 

nacionalidad o no están inscritos en el registro civil son especialmente vulnerables a 

la trata de personas, 

 Reconociendo además el potencial de Internet y otras tecnologías de la 

información y las comunicaciones para prevenir y combatir la trata de personas y 

ayudar a las víctimas, destacando la necesidad de una mayor cooperación de las 

fuerzas del orden a este respecto para hacer frente a los nuevos desafíos que genera 

el rápido desarrollo de Internet y otras tecnologías de la información y las 

comunicaciones, y expresando preocupación por el hecho de que los tratantes de 

personas han utilizado Internet y otras tecnologías para facilitar la trata de personas, 

incluso con el fin de explotar a mujeres y niños, y para reclutar y controlar a las 

víctimas, 

 Destacando la necesidad de promover y proteger los derechos de las víctimas 

de la trata de personas y de reinsertar a las víctimas en la comunidad, entre otras 

cosas, teniendo en cuenta, cuando proceda, los Principios y Directrices 

Recomendados sobre los Derechos Humanos y la Trata de Personas
11

 y su 

comentario elaborados por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos y las Directrices sobre la Protección de los Niños 

__________________ 
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Víctimas de la Trata elaboradas por el Fondo de las Naciones Unidas para la 

Infancia, 

 Acogiendo con beneplácito los esfuerzos de los Estados Miembros, los 

organismos de las Naciones Unidas, las organizaciones internacionales, las 

organizaciones de la sociedad civil y el sector privado para hacer frente al problema 

de la trata de personas, en particular de las mujeres y los niños como grupo más 

vulnerable, y poniendo de relieve la urgente necesidad de que redoblen sus 

esfuerzos y su cooperación para expandir las pruebas, especialmente mediante el 

mayor intercambio de conocimientos y mejores prácticas con la mayor amplitud 

posible, 

 Afirmando que el desarrollo de la capacidad es un componente muy importante 

de la lucha contra la trata de personas, y destacando a este respecto la necesidad de 

que se intensifique la cooperación internacional para combatir la trata de personas, 

así como la asistencia técnica a los países con el fin de fortalecer su capacidad para 

prevenir todas las formas de la trata, incluso mediante el apoyo a sus programas de 

desarrollo, 

 Tomando nota del proceso de Jartum y la Declaración aprobada en esa ciudad 

el 16 de octubre de 2014 durante la Conferencia Ministerial Regional sobre la Trata 

y el Tráfico de Personas en el Cuerno de África, coordinada por la Unión Africana, 

la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados y la 

Organización Internacional para las Migraciones, cuyo objetivo era fortalecer la 

cooperación nacional, regional e internacional y desarrollar la capacidad de los 

países africanos para luchar contra la trata de personas y el tráfico de migrantes,  

 Tomando nota también del Segundo Plan de Trabajo para Combatir la Trata de 

Personas en el Hemisferio Occidental 2015-2018, aprobado por los Estados 

miembros de la Organización de los Estados Americanos en la Cuarta Reunión de 

Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas celebrada en Brasilia los 

días 4 y 5 de diciembre de 2014, 

 Reconociendo que el Plan de Acción Mundial y la creación del fondo 

fiduciario de contribuciones voluntarias de las Naciones Unidas para las víctimas de 

la trata de personas, especialmente mujeres y niños, establecido de conformidad con 

el Plan de Acción Mundial, tiene por objeto aumentar el conocimiento de la 

situación de las víctimas de la trata de personas y proporcionarles ayuda 

humanitaria, jurídica y financiera por cauces de asistencia establecidos, como las 

organizaciones gubernamentales, intergubernamentales y no gubernamentales,  

 Reafirmando la importancia de prestar asistencia humanitaria, jurídica y 

financiera a las víctimas de la trata de personas, incluso por conducto de 

organizaciones gubernamentales, intergubernamentales y no gubernamentales, entre 

ellas el fondo fiduciario de contribuciones voluntarias de las Naciones Unidas para 

las víctimas de la trata de personas, especialmente mujeres y niños, y el Fondo 

fiduciario de contribuciones voluntarias de las Naciones Unidas para luchar contra 

las formas contemporáneas de la esclavitud, 

 Tomando nota del informe del Secretario General
12

,  

 Tomando nota con aprecio del informe conjunto de la Relatora Especial del 

Consejo de Derechos Humanos sobre la venta y explotación sexual de niños, 

incluidos la prostitución infantil, la utilización de niños en la pornografía y demás 

__________________ 
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material que muestre abusos sexuales de niños; y la Relatora Especial del Consejo 

de Derechos Humanos sobre la trata de personas, especialmente mujeres y niños
13

, 

 Reconociendo que, de conformidad con la Convención de las Naciones Unidas 

contra la Delincuencia Organizada Transnacional, la Conferencia de las Partes en la 

Convención se establece con objeto de mejorar la capacidad de los Estados partes 

para combatir la delincuencia organizada transnacional y para promover y examinar 

la aplicación de la Convención, incluido el Protocolo para Prevenir, Reprimir y 

Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños,  

 1. Insta a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que 

consideren, como cuestión prioritaria, la posibilidad de ratificar la Convención de 

las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional
2
 y el 

Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente 

Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional
3
, o de adherirse a estos instrumentos, 

tomando en consideración el papel central que juegan en la lucha contra la trata de 

personas, e insta también a los Estados partes en esos instrumentos a que  los 

apliquen de manera plena y efectiva; 

 2. Insta a los Estados Miembros y otros interesados mencionados en el Plan 

de Acción Mundial de las Naciones Unidas para Combatir la Trata de Personas
14

, e 

invita a la Conferencia de las Partes en la Convención de las Naciones Unidas 

contra la Delincuencia Organizada Transnacional y a las organizaciones 

internacionales, regionales y subregionales pertinentes a que, con arreglo a sus 

respectivos mandatos, continúen contribuyendo a la aplicación plena y efectiva del 

Plan de Acción Mundial, en particular mediante el fortalecimiento de la cooperación 

y la mejora de la coordinación entre sí para lograr ese objetivo;  

 3. Recuerda la celebración de las reuniones de alto nivel de la Asamblea 

General durante su sexagésimo séptimo período de sesiones, del 13 al 15 de mayo 

de 2013, y durante su septuagésimo segundo período de sesiones, los días 27 y 28 

de septiembre de 2017, para evaluar los progresos realizados en la aplicación del 

Plan de Acción Mundial, en las que, entre otras cosas, se reiteró la fuerte voluntad 

política de intensificar los esfuerzos contra la trata de personas;  

 4. Recuerda también su decisión de evaluar, dentro de los límites de los 

recursos existentes y de modo cuatrienal, desde su septuagésimo segundo per íodo de 

sesiones, los progresos realizados en la aplicación del Plan de Acción Mundial a fin 

de valorar los logros, las deficiencias y los retos, incluso en la aplicación de los 

instrumentos jurídicos pertinentes; 

 5. Recuerda además su decisión de designar el 30 de julio Día Mundial 

contra la Trata de Personas, día que se celebra con una periodicidad anual, y al 

tiempo que acoge con beneplácito los actos organizados por Estados Miembros, 

organismos de las Naciones Unidas, otras organizaciones internacionales y la 

sociedad civil en los planos internacional, regional y nacional para celebrar el Día 

Mundial, invita a todos los interesados a que sigan celebrando el Día Mundial a fin 

de crear mayor conciencia sobre la trata de personas y la situación de las víct imas 

de este delito y promover y proteger sus derechos;  

 6. Expresa solidaridad y compasión con las víctimas y los supervivientes de 

la trata de personas, y pide que se respeten plenamente sus derechos humanos y se 

les suministren una atención, asistencia y servicios adecuados para su rehabilitación 

en cooperación con la sociedad civil y otros asociados pertinentes;  

__________________ 
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 7. Expresa apoyo a las actividades de la Oficina de las Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito, reafirma su solicitud al Secretario General de que preste 

suficiente apoyo a la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal e invita a 

los Estados Miembros a que aporten contribuciones voluntarias a la Oficina a fin de 

prestar asistencia a los Estados Miembros que la soliciten;  

 8. Alienta a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito a 

que colabore con las organizaciones internacionales competentes fuera del sistema 

de las Naciones Unidas e invite a esas organizaciones y a los Estados Miembros 

interesados a participar, cuando proceda, en las reuniones del Grupo 

Interinstitucional de Coordinación contra la Trata de Personas y a mantener a los 

Estados Miembros informados sobre el programa del Grupo y la marcha de su labor;  

 9. Toma nota de las reuniones consultivas organizadas por el Grupo 

Interinstitucional de Coordinación para los Estados Miembros en marzo y 

septiembre de 2017 en la Sede de las Naciones Unidas sobre la labor y las 

prioridades del Grupo en 2017 y después de esa fecha, y acoge con beneplácito la 

participación de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa en 

las reuniones, como primera organización regional que establece una alianza con el 

Grupo Interinstitucional de Coordinación;  

 10. Solicita que la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 

Delito, en su calidad de coordinadora del Grupo Interinstitucional de Coordinación, 

convoque, con carácter prioritario, una reunión del Grupo a nivel de directores de 

las entidades de las Naciones Unidas y organizaciones pertinentes, incluidas 

aquellas que no son miembros activos del Grupo, para avanzar en las cuestiones 

relacionadas con la coordinación de actividades con miras a promover una 

utilización eficiente y eficaz de los recursos y de evitar las duplicaciones entre 

entidades y organizaciones, en particular en el contexto de la aplicación del Plan de 

Acción Mundial, y aspectos de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible
1
 que 

son pertinentes para prevenir y combatir la trata de personas a fin de obtener 

resultados tangibles; 

 11. Solicita que los directores o altos funcionarios de los organismos 

integrantes del Grupo Interinstitucional de Coordinación, tras la reunión del Grupo a 

nivel directivo, celebren reuniones en sus sedes para informar a los Estados 

miembros y otros asociados pertinentes sobre los resultados de la reunión y las 

actividades futuras del Grupo de Coordinación; 

 12. Solicita al Grupo Interinstitucional de Coordinación que colabore 

estrechamente con el Comité de los Jefes de Estadística del Sistema de las Naciones 

Unidas para recabar y desarrollar conjuntos de indicadores sobre la trata pertinentes 

para diferentes contextos en particular y métodos convenidos de reunión de datos;  

 13. Invita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, en 

su calidad de coordinadora del Grupo Interinstitucional de Coordinación, y a otros 

organismos pertinentes del sistema de las Naciones Unidas a que sigan reforzando 

sus actividades relacionadas con la aplicación de los instrumentos internacionales 

pertinentes y el Plan de Acción Mundial con miras a fomentar un mayor avance en 

la eliminación de la trata de personas, e invita a los Estados Miembros y a otros 

donantes internacionales y bilaterales a que aporten contribuciones voluntarias a la 

Oficina a tal fin, de conformidad con las políticas, las normas y los procedimientos 

de las Naciones Unidas; 

 14. Exhorta a los Estados Miembros a que tengan en cuenta los nuevos 

métodos de captación de víctimas de la trata de personas, como el uso de Internet 

por los tratantes, en particular para captar niños, a fin de tomar medidas dirigidas a 

preparar campañas de concientización a este respecto, incluso para que los 
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organismos encargados de hacer cumplir la ley, los proveedores de servicios de 

primera línea y las industrias en riesgo detecten las señales de la trata de personas, y 

para elaborar actividades especializadas de formación para quienes trabajan en la 

aplicación de la ley y la justicia penal; 

 15. Invita a los Estados Miembros a que hagan frente a los factores sociales, 

económicos, culturales, políticos y de otra índole que hacen a las personas 

vulnerables a la trata, como la pobreza, el desempleo, la desigualdad, las 

emergencias humanitarias, que incluyen los conflictos armados y los desastres 

naturales, la violencia sexual, la discriminación por motivos de género y la 

exclusión y marginación sociales, así como una cultura de tolerancia respecto de la 

violencia contra las mujeres, los jóvenes y los niños;  

 16. Exhorta a los Estados Miembros, las organizaciones internacionales, las 

organizaciones de la sociedad civil y al sector privado, por medio de asociaciones, 

según corresponda, a aumentar y apoyar las actividades de prevención en los países 

de origen, tránsito y destino, prestando atención a las cadenas de oferta y demanda 

que fomentan todo tipo de trata y a los bienes y servicios que se producen como 

consecuencia de la trata de personas;  

 17. Alienta a los Estados Miembros a que cooperen con la Relatora Especial 

del Consejo de Derechos Humanos sobre la trata de personas, especialmente 

mujeres y niños, y con otros procedimientos especiales pertinentes, incluidos la 

Relatora Especial del Consejo sobre la violencia contra la mujer, sus causas y 

consecuencias, la Representante Especial del Secretario General sobre la Violencia 

contra los Niños, la Relatora Especial del Consejo sobre la venta de niños, la 

prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía y la Relatora 

Especial del Consejo sobre las formas contemporáneas de la esclavitud, incluidas 

sus causas y consecuencias; 

 18. Exhorta a los Estados Miembros a que sigan esforzándose por tipificar 

como delito la trata de personas en todas sus formas, incluidas la explotación de la 

prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios 

forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la 

extracción de órganos, especialmente en lo que respecta a los niños, y a que 

condenen estas prácticas e investiguen, enjuicien y sancionen a los tratantes e 

intermediarios, a la vez que dan protección y asistencia a las víctimas de la trata con 

pleno respeto de sus derechos humanos, e invita a los Estados Miembros a que 

continúen apoyando a los organismos de las Naciones Unidas y las organizaciones 

internacionales que se dedican activamente a proteger a las víctimas;  

 19. Observa la segunda reunión consultiva sobre el fortalecimiento de la 

colaboración con los relatores nacionales y los mecanismos competentes sobre la 

trata de personas, celebrada en Bangkok los días 21 y 22 de mayo de 2014 y 

organizada conjuntamente por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y 

el Delito, la Relatora Especial sobre la trata de personas, especialmente mujeres y 

niños, y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos, y el establecimiento de una red oficiosa de esos mecanismos en todo el 

mundo a fin de hacer frente a la trata de personas de manera sistemática e 

intercambiar información y mejores prácticas basadas en las experiencias de cada 

país, y solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito que 

continúe recabando datos sobre las medidas nacionales de lucha contra la trata de 

personas, así como sobre los mecanismos nacionales pertinentes, y que ponga 

información actualizada a disposición de los Estados Miembros; 
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 20. Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 

en su calidad de administradora del fondo fiduciario de contribuciones voluntarias 

de las Naciones Unidas para las víctimas de la trata de personas, especialmente 

mujeres y niños, que continúe alentando a los Estados y demás instancias 

pertinentes a que hagan aportaciones al fondo fiduciario;  

 21. Acoge con beneplácito la publicación bienal del Informe mundial sobre 

la trata de personas, preparado por la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito, aguarda con interés el próximo informe que la Oficina preparará 

en 2018, de conformidad con el Plan de Acción Mundial, y alienta a los Estados 

Miembros a que proporcionen a la Oficina datos empíricos sobre características 

habituales, corrientes y formas de la trata de personas, incluso con fines de 

extracción de órganos; 

 22. Solicita al Secretario General que le presente un informe sobre la 

aplicación de la presente resolución en su septuagésimo cuarto período de sesiones, 

que incluya recomendaciones sobre medidas dirigidas a brindar una mayor urgencia 

a los esfuerzos por combatir la trata de personas y mejorar su coordinación.  
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  Proyecto de resolución V 

  Fortalecimiento del programa de las Naciones Unidas en materia 

de prevención del delito y justicia penal, en particular de su 

capacidad de cooperación técnica  
 

 

 La Asamblea General,  

 Reafirmando sus resoluciones 46/152, de 18 de diciembre de 1991, 60/1, de 16 

de septiembre de 2005, 67/1, de 19 de septiembre de 2012, 69/193 y 69/196, de 18 

de diciembre de 2014, 70/178 y 70/182, de 17 de diciembre de 2015, y 71/209, de 

19 de diciembre de 2016,  

 Reafirmando también sus resoluciones relacionadas con la necesidad urgente 

de fortalecer la cooperación internacional y la asistencia técnica para promover y 

facilitar la ratificación y aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra 

la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos
1
, la Convención Única 

de 1961 sobre Estupefacientes, enmendada por el Protocolo de 1972
2
, el Convenio 

sobre Sustancias Sicotrópicas, de 1971
3
, la Convención de las Naciones Unidas 

contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, de 1988
4
, la 

Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción
5
 y todos los convenios, las 

convenciones y los protocolos internacionales de lucha contra el terrorismo,  

 Recordando la importancia de la Declaración de Doha sobre la Integración de 

la Prevención del Delito y la Justicia Penal en el Marco Más Amplio del Programa 

de las Naciones Unidas para Abordar los Problemas Sociales y Económicos y 

Promover el Estado de Derecho a Nivel Nacional e Internacional y la Participación 

Pública, aprobada por el 13
er

 Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del 

Delito y Justicia Penal
6
,  

 Acogiendo con beneplácito la resolución 2017/15 del Consejo Económico y 

Social, de 6 de julio de 2017, relativa al seguimiento del 13
er

 Congreso de las 

Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal y los preparativos del 

14º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal, y 

la decisión del Consejo de que el 14º Congreso tenga como tema principal la 

“Promoción de la prevención del delito, la justicia penal y el estado de derecho: 

hacia el cumplimiento de la Agenda 2030”,  

 Expresando su grave preocupación por los negativos efectos que la 

delincuencia organizada transnacional tiene en el desarrollo, la paz, la estabilidad y 

la seguridad y los derechos humanos, por la creciente vulnerabilidad de los Estados 

a ese tipo de actividades delictivas y por el creciente grado de penetración de las 

organizaciones delictivas y de sus recursos económicos y financieros en la 

economía,  

 Expresando preocupación por la participación de grupos delictivos 

organizados en el tráfico de metales preciosos y piedras preciosas en algunas partes 

del mundo, así como por el considerable aumento del volumen y la incidencia 

transnacional de dicho tráfico y la variedad de delitos penales relacionados con él, y 

por la posibilidad de que el tráfico de metales preciosos y piedras preciosas se 

utilice como fuente de financiación de la delincuencia organizada, otras actividades 

delictivas conexas y el terrorismo,  

__________________ 

 
1
  Naciones Unidas, Treaty Series, vols. 2225, 2237, 2241 y 2326, núm. 39574. 

 
2
  Ibid., vol. 976, núm. 14152.  

 
3
  Ibid., vol. 1019, núm. 14956.  

 
4
  Ibid., vol. 1582, núm. 27627.  

 
5
  Ibid., vol. 2349, núm. 42146.  

 
6
  Resolución 70/174, anexo.  
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 Profundamente preocupada por los vínculos cada vez mayores, en ciertos 

casos, entre formas de delincuencia organizada transnacional y el terrorismo, 

reconociendo que la lucha contra la delincuencia organizada transnacional y el 

terrorismo es una responsabilidad común y compartida, y, a este respecto, acogiendo 

con beneplácito la resolución 2017/17 del Consejo Económico y Social, de 6 de 

julio de 2017, sobre la asistencia técnica para aplicar los tratados y protocolos 

internacionales relativos a la lucha contra el terrorismo,  

 Convencida de que el estado de derecho y el desarrollo están estrechamente 

relacionados y se refuerzan mutuamente, y de que el progreso del estado de derecho 

en los planos nacional e internacional, entre otras cosas mediante mecanismos de 

prevención del delito y justicia penal, es esencial para el crecimiento económico 

sostenido e inclusivo y el desarrollo sostenible y la plena realización de todos los 

derechos humanos y las libertades fundamentales, incluido el derecho al desarrollo, 

y acogiendo con beneplácito en ese sentido la aprobación de la Agenda 2030 para el 

Desarrollo Sostenible
7
, que, entre otras cosas, incluye la determinación de promover 

sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la 

justicia para todos y construir a todos los niveles instituciones eficaces e inclusivas 

que rindan cuentas, y recordando a este respecto su resolución 70/299, de 29 de 

julio de 2016, relativa al seguimiento y examen de la Agenda 2030 para el 

Desarrollo Sostenible a nivel mundial,  

 Poniendo de relieve que la lucha contra la delincuencia organizada 

transnacional debe llevarse a cabo respetando plenamente el principio de la 

soberanía de los Estados y de conformidad con el estado de derecho, en el marco de 

una respuesta integral para promover soluciones duraderas mediante la promoción 

de los derechos humanos y de condiciones socioeconómicas más equitativas,  

 Alentando a los Estados Miembros a que, cuando corresponda, elaboren y 

apliquen políticas amplias, estrategias nacionales y locales y planes de acción para 

la prevención del delito basados en la comprensión de los numerosos factores que 

contribuyen a su comisión, y a que se ocupen de esos factores de manera integral, en 

estrecha cooperación con todos los interesados, incluida la sociedad civil, y 

destacando al respecto que el desarrollo social y la promoción del estado de 

derecho, incluido el fomento de una cultura de legalidad, acompañado del respeto a 

la identidad cultural, de conformidad con la Declaración de Doha, deberían ser un 

elemento esencial de las estrategias dirigidas a fomentar la prevención del delito y 

el desarrollo económico en todos los Estados,  

 Reafirmando su compromiso y firme voluntad política de apoyar unos sistemas 

de justicia penal eficaces, imparciales, humanos y responsables y las instituciones 

que los integran, alentando la participación efectiva y la inclusión de todos los 

sectores de la sociedad, lo cual permitirá crear las condiciones necesarias para 

promover el programa más amplio de las Naciones Unidas, y reconociendo la 

responsabilidad de los Estados Miembros de defender la dignidad humana y todos 

los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personas, en 

particular las afectadas por la delincuencia y las que están en contacto con el 

sistema de justicia penal, incluidos los miembros vulnerables de la sociedad, 

independientemente de su condición, que podrían ser objeto de formas múltiples y 

agravadas de discriminación, y de prevenir y combatir la delincuencia motivada por  

la intolerancia o la discriminación de toda índole,  

  

__________________ 

 
7
  Resolución 70/1.  
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 Tomando nota de la resolución 25/2 de la Comisión de Prevención del Delito y 

Justicia Penal, de 27 de mayo de 2016, relativa a la promoción de la asistencia 

jurídica, en particular a través de una red de proveedores de asistencia jurídica
8
, en 

que la Comisión alentó a los Estados Miembros a que adoptasen medidas 

legislativas o de otra índole, o fortalecieran las existentes, a fin de asegurar la 

prestación de asistencia jurídica eficaz, también a las víc timas de delitos, conforme 

a su legislación interna y en consonancia con los Principios y Directrices de las 

Naciones Unidas sobre el Acceso a la Asistencia Jurídica en los Sistemas de Justicia 

Penal
9
, y que también contribuye a la aplicación de la Agenda 2030 para el 

Desarrollo Sostenible,  

 Acogiendo con beneplácito las iniciativas llevadas a cabo por algunos Estados 

Miembros para establecer una norma común en materia de documentación como 

instrumento para facilitar tanto la interoperabilidad técnica como  la accesibilidad de 

la documentación jurídica,  

 Profundamente preocupada por los efectos negativos que tiene la corrupción 

en el desarrollo y en el goce de los derechos humanos, y reconociendo la 

importancia universal de la buena gobernanza, la transparencia, la integridad y la 

rendición de cuentas, y, por ello, pidiendo tolerancia cero ante la corrupción y 

medidas más eficaces para prevenir y combatir la corrupción en todas sus formas, 

especialmente el soborno, así como medidas para prevenir el blanqueo del producto 

de la corrupción y otras formas de delincuencia,  

 Observando la celebración del séptimo período de sesiones de la Conferencia 

de los Estados Partes en la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción, que tuvo lugar en Viena del 6 al 10 de noviembre de 2017, 

 Acogiendo con beneplácito los progresos alcanzados en el segundo ciclo del 

Mecanismo de Examen de la Aplicación de la Convención de las Naciones Unidas 

contra la Corrupción, y destacando la importancia de que todos los Estados partes 

apliquen eficazmente la Convención en todos sus aspectos,  

 Teniendo presente que la restitución de activos es uno de los principales 

objetivos, además de un principio fundamental, de la Convención de las Naciones 

Unidas contra la Corrupción y que los Estados partes en la Convención están 

obligados a prestarse entre sí la más amplia cooperación y asistencia a ese respecto,  

 Reconociendo que, gracias a la adhesión prácticamente universal y a su gran 

ámbito de aplicación, la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 

Organizada Transnacional
10

 y la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción constituyen una base jurídica fundamental para la cooperación 

internacional en lo que respecta a facilitar la investigación y el enjuiciamien to de 

los delitos contemplados por ambas convenciones, concretamente en materia de 

extradición, asistencia judicial recíproca y decomiso y recuperación de activos, y 

proporcionan un mecanismo eficaz que se debería aprovechar y aplicar más,  

 Reconociendo también los esfuerzos del Grupo de los 20 en la lucha contra la 

corrupción en los planos mundial y nacional, tomando nota con aprecio de la 

iniciativas anticorrupción esbozadas en el comunicado de la Cumbre del Grupo de 

los 20 en Hangzhou, e instando al Grupo de los 20 a que siga colaborando en su 

tarea con otros Estados Miembros de las Naciones Unidas y la Oficina de las 

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito de manera inclusiva y transparente para 

__________________ 

 
8
  Véase Documentos Oficiales del Consejo Económico y Social, 2016, Suplemento núm. 10  

(E/2016/30), cap. I, secc. D.  

 
9
  Resolución 67/187, anexo.  

 
10

  Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 2225, núm. 39574.  
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asegurar que las iniciativas de dicho Grupo complementan o refuerzan la labor 

realizada por el sistema de las Naciones Unidas,  

 Destacando la importancia de fortalecer la cooperación internacional, sobre la 

base de los principios de la responsabilidad compartida y de conformidad con el 

derecho internacional, para dar una respuesta efectiva al problema mundial de las 

drogas, desmantelar las redes ilícitas y hacer frente a la delincuencia organizada 

transnacional, incluidos el blanqueo de dinero, el tráfico ilícito de migrantes, la trata 

de personas, el tráfico de armas y demás formas de delincuencia organizada, todo lo 

cual amenaza la seguridad nacional y menoscaba el desarrollo sostenible y el estado 

de derecho, y destacando también a este respecto la importancia de la cooperación y 

el intercambio de información entre los encargados de hacer cumplir la ley, y de que 

se designen autoridades centrales y puntos de contacto eficaces dedicados a facilitar 

los procedimientos relativos a la cooperación internacional, en particular para 

tramitar solicitudes de extradición y asistencia judicial recíproca, así como la 

importancia de la función de coordinación de las redes regionales pertinentes,  

 Acogiendo con beneplácito, a este respecto, el debate de alto nivel celebrado el 

19 de junio de 2017 para conmemorar el 25º aniversario del asesinato del 

Magistrado Giovanni Falcone y apoyar la aplicación de la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos, 

y tomando nota del resumen de las deliberaciones preparado por el Presid ente de la 

Asamblea General y transmitido a la Conferencia de las Partes en la Convención y a 

todos los Estados Miembros,  

 Observando la importante contribución que la cooperación entre los sectores 

público y privado puede hacer a los esfuerzos por prevenir y combatir las 

actividades delictivas, como la delincuencia organizada transnacional, la corrupción 

y el terrorismo, en particular en el sector del turismo,  

 Reafirmando los compromisos contraídos por los Estados Miembros en la 

Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo, aprobada el 8 de 

septiembre de 2006
11

, y sus sucesivos exámenes bienales, y en particular su 

resolución 70/291, de 1 de julio de 2016, en que alentó a los Estados Miembros y 

las entidades de las Naciones Unidas a reforzar y coordinar mejor sus acciones 

contra el terrorismo y a prevenir y combatir el extremismo violento cuando 

condujera al terrorismo, en particular mediante la prestación de asistencia técnica a 

los Estados Miembros que la solicitasen, y acogiendo con beneplácito, a este 

respecto, el establecimiento de la Oficina de las Naciones Unidas de Lucha contra el 

Terrorismo por medio de su resolución 71/291, de 15 de junio de 2017, relativa al 

refuerzo de la capacidad del sistema de las Naciones Unidas de ayudar a los Estados 

Miembros en la aplicación de la Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el 

Terrorismo, 

 Resaltando la importancia de sus resoluciones relativas a las medidas para 

eliminar el terrorismo internacional y a la protección de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, aprobadas en su 

septuagésimo período de sesiones,  

 Recordando su resolución 71/208, de 19 de diciembre de 2016, relativa a la 

acción preventiva y la lucha contra las prácticas corruptas y la transferencia del 

producto de la corrupción, y medidas para facilitar la recuperación de activos  y la 

restitución de esos activos a sus legítimos propietarios, en particular a países de 

origen, de conformidad con la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción,  

__________________ 

 
11

  Resolución 60/288.  
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 Recordando también su resolución 66/177, de 19 de diciembre de 2011, 

relativa al fortalecimiento de la cooperación internacional en la lucha contra los 

efectos perjudiciales de las corrientes financieras ilícitas resultantes de actividades 

delictivas, en la que instó a los Estados partes en la Convención de las Naciones 

Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, de 

1988, la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 

Transnacional y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción a que 

aplicaran plenamente las disposiciones de esas convenciones, en particular las 

medidas para prevenir y combatir el blanqueo de dinero, incluso penalizando el 

blanqueo del producto de delitos cometidos por grupos organizados transnacio nales, 

así como medidas para mejorar los regímenes nacionales de decomiso y fomentar la 

cooperación internacional, incluida la recuperación de activos, y recordando además 

su resolución 71/213, de 21 de diciembre de 2016, en la que, entre otras cosas, 

resaltó su profunda preocupación por los efectos de esas amenazas en la estabilidad 

económica, social y política,  

 Expresando preocupación por el hecho de que los recursos económicos como 

el petróleo, los productos derivados del petróleo, las refinerías modulares y el 

material conexo, otros recursos naturales y otros activos queden a disposición de 

grupos delictivos organizados y grupos terroristas,  

 Tomando en consideración todas las resoluciones de la Comisión de 

Prevención del Delito y Justicia Penal y las resoluciones pertinentes del Consejo 

Económico y Social, en particular las relacionadas con el fortalecimiento de la 

cooperación internacional, así como la asistencia técnica y los servicios de 

asesoramiento del programa de las Naciones Unidas en materia de prevención del 

delito y justicia penal de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 

Delito en las esferas de la prevención del delito y la justicia penal, la promoción y la 

consolidación del estado de derecho y la reforma de las instituciones de justicia 

penal, en particular en lo que respecta a la realización de actividades de asistencia 

técnica,  

 Observando que el Secretario General estableció el equipo de tareas del 

sistema de las Naciones Unidas sobre la delincuencia organizada transnacional y el 

tráfico de drogas con el fin de aplicar en el sistema de las Naciones Unidas un 

enfoque eficaz e integral de esos delitos, y reafirmando el papel decisivo de los 

Estados Miembros a este respecto, al que se hace referencia en la Carta de las 

Naciones Unidas,  

 Reconociendo el progreso general logrado por la Oficina de las Naciones 

Unidas contra la Droga y el Delito en la prestación a los Estados Miembros que lo 

solicitan de servicios de asesoramiento y asistencia técnica en los ámbitos de la 

prevención del delito y la reforma de la justicia penal, el análisis de datos e 

información, la prevención y combate de la delincuencia organizada, la corrupción, 

las corrientes financieras ilícitas, el blanqueo de dinero, el uso indebido de Internet 

y otras tecnologías de la información y las comunicaciones con fines delictivos, así 

como dicho uso indebido con fines terroristas, el tráfico ilícito de fauna y flora 

silvestres y madera, el tráfico de bienes culturales, los secuestros, el tráfico de 

migrantes, el tráfico de órganos y la trata de personas, sin olvidar el apoyo y la 

protección, según proceda, de las víctimas, sus familiares y los testigos, así como el 

tráfico de drogas y el terrorismo, incluidos los avances en la lucha contra el 

fenómeno de los combatientes terroristas extranjeros, y en lo referente a la 

cooperación internacional, con especial hincapié en la extradición, la asistencia 

judicial recíproca y el traslado internacional de las personas condenadas,  
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 Acogiendo con beneplácito la aprobación por la Oficina de las Naciones 

Unidas contra la Droga y el Delito de un enfoque regional de la programación, 

basado en consultas continuas y alianzas a nivel nacional y regional, en particular 

respecto de su aplicación, y destinado a asegurar que la Oficina responda de una 

manera sostenible y coherente a las prioridades de los Estados Miembros,  

 Reiterando su preocupación por la situación financiera general de la Oficina 

de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, y acogiendo con beneplácito la 

prórroga del mandato del grupo de trabajo intergubernamental permanente de 

composición abierta sobre el mejoramiento de la gobernanza y la situación 

financiera de la Oficina,  

 Acogiendo con beneplácito la resolución 26/3 de la Comisión de Prevención 

del Delito y Justicia Penal, de 26 de mayo de 2017, relativa a la incorporación de la 

perspectiva de género en las políticas y programas de prevención del delito y 

justicia penal, así como en la labor para prevenir y combatir la delincuencia 

organizada transnacional
12

,  

 Reafirmando su resolución 71/170, de 19 de diciembre de 2016, titulada 

“Intensificación de los esfuerzos para prevenir y eliminar todas las formas d e 

violencia contra las mujeres y las niñas: la violencia doméstica”, recordando las 

resoluciones de la Comisión de Derechos Humanos y el Consejo de Derechos 

Humanos relativas a diversos aspectos de la violencia contra las mujeres y las niñas 

de todas las edades, y recordando también las conclusiones convenidas aprobadas 

por la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer en su 58º período de 

sesiones en relación con la eliminación y prevención de todas las formas de 

violencia contra las mujeres y las niñas
13

, 

 Reiterando su condena de todas las formas de violencia contra las mujeres y 

las niñas, expresando profunda preocupación por los asesinatos de mujeres y niñas 

por razones de género, recordando todas sus resoluciones pertinentes, en particular  

las resoluciones 68/191, de 18 de diciembre de 2013, y 70/176, de 17 de diciembre 

de 2015, relativas a la adopción de medidas contra el asesinato de mujeres y niñas 

por razones de género, y reconociendo el papel fundamental que cabe a los 

organismos encargados de hacer cumplir la ley y al sistema de justicia penal a la 

hora de prevenir esos asesinatos y responder a ellos, concretamente poniendo fin a 

la impunidad por esos crímenes,  

 Observando la importancia de las Estrategias y Medidas Prácticas Modelo de 

las Naciones Unidas para Eliminar la Violencia contra los Niños en el Ámbito de la 

Prevención del Delito y la Justicia Penal
14

 como forma de ayudar a los países a 

reforzar su capacidad nacional en materia de prevención del delito y justicia penal a 

fin de responder a todas las formas de violencia contra las mujeres y las niñas,  

 Recordando su resolución 69/194, de 18 de diciembre de 2014, en la que 

aprobó las Estrategias y Medidas Prácticas Modelo de las Naciones Unidas para 

Eliminar la Violencia contra los Niños en el Ámbito de la Prevención del Delito y la 

Justicia Penal, convencida de la importancia de prevenir la delincuencia juvenil, 

apoyar la rehabilitación de los jóvenes infractores y su reinserción en la sociedad, 

proteger en particular a los niños que son víctimas de todas las formas de violencia, 

incluidos los que entran en contacto con la ley y los testigos, en particular mediante 

iniciativas para prevenir su revictimización, y atender a las necesidades de los hijos 

de los reclusos, destacando que en dichas medidas deberían tenerse en cuenta los 

__________________ 

 
12

  Véase Documentos oficiales del Consejo Económico y Social, 2017, Suplemento núm. 10  

(E/2017/30), cap. I, secc. D. 

 
13

  Ibid., 2014, Suplemento núm. 7 (E/2014/27), cap. I, secc. A.  

 
14

  Resolución 69/194, anexo. 
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derechos humanos y el interés superior de los niños y los jóvenes, conforme a las 

obligaciones contraídas por los Estados partes en los instrumentos internacionales 

pertinentes, entre ellos la Convención sobre los Derechos del Niño
15

 y sus 

Protocolos Facultativos
16

, y haciendo notar otras reglas y normas de las Naciones 

Unidas en materia de justicia de menores,  

 Poniendo de relieve la pertinencia de los instrumentos internacionales y las 

reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y 

justicia penal referentes al tratamiento de los reclusos, en particular las mujeres y 

los menores,  

 Recordando su resolución 70/146, de 17 de diciembre de 2015, en la que 

reafirmó que nadie será sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, 

inhumanos o degradantes,  

 Destacando la importancia del Código de Conducta para Funcionarios 

Encargados de Hacer Cumplir la Ley
17

 y los Principios Básicos sobre el Empleo de 

la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir 

la Ley
18

, que contienen directrices voluntarias que hacen hincapié, entre otras cosas, 

en las actividades policiales eficientes y basadas en los derechos humanos,  

 Recordando su resolución 65/229, de 21 de diciembre de 2010, relativa a las 

Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las Reclusas y Medidas No 

Privativas de la Libertad para las Mujeres Delincuentes (Reglas de Bangkok), y 

alentando a este respecto los esfuerzos de los Estados Miembros para aplicar las 

Reglas de Bangkok,  

 Acogiendo con beneplácito la aprobación, mediante su resolución 70/175, del 

texto revisado de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, que 

pasan a denominarse Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento 

de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela), y la aprobación de la resolución 2017/16 

del Consejo Económico y Social, de 6 de julio de 2017, en la que,  entre otras cosas, 

se alentó a los Estados Miembros a que se esforzaran por mejorar las condiciones 

penitenciarias y promovieran la aplicación práctica de las Reglas Nelson Mandela 

como reglas mínimas universalmente reconocidas y actualizadas para el trat amiento 

de los reclusos, utilizaran las Reglas como guía en la elaboración de leyes, políticas 

y prácticas penitenciarias, siguieran intercambiando información sobre buenas 

prácticas y determinando cuáles eran los problemas a que se enfrentaban en la 

aplicación práctica de las Reglas y compartieran sus experiencias en la solución de 

esos problemas, 

 Acogiendo con beneplácito también la resolución 2017/19 del Consejo 

Económico y Social, de 6 de julio de 2017, relativa a la promoción y el aliento de la 

aplicación de medidas sustitutivas de la privación de libertad como parte de las 

políticas amplias de prevención del delito y justicia penal,  

 Reiterando su enérgica condena de la trata de personas, que constituye un 

delito grave y una grave ofensa contra la dignidad humana y la integridad física, una 

violación y un abuso de los derechos humanos y un desafío al desarrollo sostenible 

y requiere la puesta en práctica de un enfoque amplio que incluya medidas para 

prevenir la trata, castigar a los tratantes y proteger a las víctimas de la trata, así 

como una respuesta robusta de la justicia penal, y recordando a este respecto la 

__________________ 

 
15

  Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1577, núm. 27531.  

 
16

  Ibid., vols. 2171 y 2173, núm. 27531; y resolución 66/138, anexo. 

 
17

  Resolución 34/169, anexo.  

 
18

  Véase Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 

Delincuente, La Habana, 27 de agosto a 7 de septiembre de 1990: informe preparado por la 

Secretaría (publicación de las Naciones Unidas, núm. de venta: S.91.IV.2), cap. I, secc. B.  
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Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 

Transnacional y el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de 

Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional
19

, y sus 

resoluciones 70/179, de 17 de diciembre de 2015, y 71/167, de 19 de diciembre de 

2016,  

 Recordando su resolución 71/322, de 8 de septiembre de 2017, relativa al 

fortalecimiento y la promoción de medidas eficaces y de la cooperación 

internacional en materia de donación y trasplante de órganos para prevenir y 

combatir la trata de personas con fines de extracción de órganos y el tráfico de 

órganos humanos,  

 Acogiendo con beneplácito su resolución 72/1, de 27 de septiembre de 2017, 

por la que aprobó la declaración política sobre la aplicación del Plan de Acción 

Mundial de las Naciones Unidas para Combatir la Trata de Personas,  

 Subrayando que los Estados Miembros deben reconocer que el delito de 

tráfico ilícito de migrantes y el delito de trata de personas son delitos distintos y 

requieren respuestas jurídicas, operacionales y normativas independientes y 

complementarias, y recordando sus resoluciones 69/187, de 18 de diciembre de 

2014, y 70/147, de 17 de diciembre de 2015, en las que exhortó a todos los Estados 

Miembros a que protegieran y ayudaran a las personas migrantes, en particular a los 

niños y los adolescentes migrantes, y las resoluciones del Consejo Económico y 

Social 2014/23, de 16 de julio de 2014, y 2015/23, de 21 de julio de 2015,  

 Reafirmando su resolución 70/1, en la que, entre otras cosas, se comprometió a 

adoptar medidas inmediatas y eficaces para erradicar el trabajo forzoso, poner fin a 

las formas contemporáneas de esclavitud y la trata de personas y asegurar la 

prohibición y eliminación de las peores formas de trabajo infantil,  

 Recordando su resolución 71/1, de 19 de septiembre de 2016, por la que 

aprobó la Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes, que 

aborda la cuestión de los grandes desplazamientos de refugiados y migrantes,  

 Acogiendo con beneplácito la labor del fondo fiduciario de contribuciones 

voluntarias de las Naciones Unidas para las víctimas de la trata de personas, 

especialmente mujeres y niños, establecido de conformidad con el Plan de Acción 

Mundial de las Naciones Unidas para Combatir la Trata de Personas, aprobado en su 

resolución 64/293, de 30 de julio de 2010, así como la importante contribución de la 

Relatora Especial del Consejo de Derechos Humanos sobre la trata de personas, 

especialmente mujeres y niños,  

 Preocupada por la creciente participación de grupos delictivos organizados y 

grupos terroristas en el tráfico de bienes culturales en todas sus formas y aspectos y 

los delitos conexos, y alarmada por la destrucción del patrimonio cultural perpetrada 

recientemente por grupos terroristas, que está vinculada al tráfico de bienes 

culturales en algunos países y a la financiación de actividades terroristas,  

 Reconociendo el papel indispensable de las respuestas en materia de 

prevención del delito y justicia penal para combatir de manera amplia y eficaz el 

tráfico de bienes culturales en todas sus formas y aspectos y los delitos conexos, y 

subrayando la importancia del instrumento de asistencia práctica destinado a apoyar 

la aplicación de las Directrices Internacionales sobre las Respuestas de Prevención 

del Delito y Justicia Penal al Tráfico de Bienes Culturales y Otros Delitos 

Conexos
20

, por conducto de la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal, y 

__________________ 

 
19

  Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 2237, núm. 39574.  

 
20

  Resolución 69/196, anexo.  
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la aplicación de las resoluciones 68/186, de 18 de diciembre de 2013, 69/196 y 

70/76, de 9 de diciembre de 2015, y facilitar la cooperación operacional en la lucha 

contra todas las formas del tráfico de bienes culturales, y la petición hecha a la 

Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito para que preste 

asistencia práctica en la aplicación de las Directrices y facilite la cooperación en 

este ámbito, incluso en la lucha contra la financiación del terrorismo de 

conformidad con la resolución 70/177, de 17 de diciembre de 2015,  

 Afirmando que la destrucción del patrimonio cultural, que es representativo de 

la diversidad de la cultura humana, borra la memoria colectiva de una nación, 

desestabiliza a las comunidades y amenaza su identidad cultural y poniendo de 

relieve la importancia de la diversidad cultural y el pluralismo y de la libertad de 

religión y de creencias para alcanzar la paz, la estabilidad, la reconciliación y la 

cohesión social, y recordando a este respecto su resolución 70/76,  

 Reafirmando el valor intrínseco de la diversidad biológica y sus diversas 

contribuciones al desarrollo sostenible y al bienestar humano, y reconociendo que la 

fauna y flora silvestres, en sus numerosas, bellas y variadas formas, son un elemento 

irreemplazable de los sistemas naturales de la Tierra y tienen que ser protegidas para 

esta generación y las venideras,  

 Poniendo de relieve que la protección de la fauna y flora silvestres debe ser 

parte de un enfoque amplio para lograr la erradicación de la pobreza, la seguridad 

alimentaria, el desarrollo sostenible, incluidos la conservación y el uso sostenible de 

la diversidad biológica, el crecimiento económico, el bienestar social y los medios 

de vida sostenibles,  

 Expresando profunda preocupación por los delitos que afectan al medio 

ambiente, como el tráfico ilícito de especies de fauna y flora silvestres amenazadas 

y, en su caso, protegidas, y de desechos peligrosos, y poniendo de relieve la 

necesidad de combatir esos delitos mediante el fortalecimiento de las medidas 

coordinadas para eliminar, prevenir y combatir la corrupción y desarticular redes 

ilícitas y también mediante la coordinación de la cooperación internacional, la 

creación de capacidad, las respuestas de la justicia penal y las actividades de 

cumplimiento de la ley,  

 Recordando la aprobación de sus resoluciones 69/314, de 30 de julio de 2015, 

70/301, de 9 de septiembre de 2016, y 71/326, de 11 de septiembre de 2017, 

relativas a la lucha contra el tráfico ilícito de fauna y flora silvestres,  

 Preocupada por la tendencia al aumento de la ciberdelincuencia y el uso 

indebido de las tecnologías de la información y las telecomunicaciones en múltiples 

formas de delincuencia, 

 Acogiendo con beneplácito, a este respecto, la resolución 26/4 de la Comisión 

de Prevención del Delito y Justicia Penal, de 26 de mayo de 2017, relativa al 

fortalecimiento de la cooperación internacional para combatir el delito cibernético
21

, 

en la que se solicitó al Grupo Intergubernamental de Expertos de Composición 

Abierta encargado de realizar un Estudio Exhaustivo sobre el Delito Cibernético que 

prosiguiera su labor y el intercambio de información sobre la legislación nacional, 

las mejores prácticas, la asistencia técnica y la cooperación internacional con miras 

a examinar las opciones para reforzar las respuestas existentes y proponer nuevas 

respuestas jurídicas o de otra índole a la ciberdelincuencia en los planos nacional e 

internacional, y se le alentó a que elaborara posibles conclusiones y 

recomendaciones y las presentara a la Comisión,  

__________________ 

 
21

  Véase Documentos oficiales del Consejo Económico y Social, 2017, Suplemento núm. 10 

(E/2017/30), cap. I, secc. D. 
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 Preocupada por los graves problemas y amenazas que plantea el tráfico de 

armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, y por sus vínculos con 

otras formas de delincuencia organizada transnacional, incluidos el tráfico de drogas 

y el terrorismo,  

 Haciendo notar las iniciativas internacionales para prevenir, combatir y 

eliminar el comercio ilícito de armas convencionales, en particular de armas 

pequeñas y armas ligeras, como la aprobación en 2001 del Programa de Acción para 

Prevenir, Combatir y Eliminar el Tráfico Ilícito de Armas Pequeñas y Ligeras en 

Todos sus Aspectos
22

, la entrada en vigor en 2005 del Protocolo contra la 

Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y 

Municiones, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional
23

, y la entrada en vigor en 2014 del Tratado 

sobre el Comercio de Armas
24

,  

 Reafirmando su resolución 71/211, de 19 de diciembre de 2016, relativa a la 

cooperación internacional para abordar y contrarrestar el problema mundial de las 

drogas, y reafirmando también el documento final titulado “Nuestro compromiso 

conjunto de abordar y contrarrestar eficazmente el problema mundial de las 

drogas”
25

, aprobado en el trigésimo período extraordinario de sesiones de la 

Asamblea General, que tuvo lugar en la Sede de las Naciones Unidas del 19 al 21 de 

abril de 2016, y la Declaración Política y el Plan de Acción sobre Cooperación 

Internacional en favor de una Estrategia Integral y Equilibrada para Contrarrestar el 

Problema Mundial de las Drogas, aprobados por la Asamblea General en su 

sexagésimo cuarto período de sesiones, y la Declaración Ministerial Conjunta del 

Examen de Alto Nivel de 2014 por la Comisión de Estupefacientes de la Aplicación 

por los Estados Miembros de la Declaración Política y el Plan de Acción,  

 1. Toma nota con aprecio del informe del Secretario General preparado de 

conformidad con las resoluciones 64/293, 69/199, de 18 de diciembre de 2014, y 

71/209
26

;  

 2. Reafirma su resolución 70/1, titulada “Transformar nuestro mundo: la 

Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”, la cual, entre otras cosas, incluye la 

determinación de promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo 

sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y construir a todos los niveles 

instituciones eficaces e inclusivas que rindan cuentas;  

 3. Exhorta a los Estados Miembros, según proceda, a que tengan en cuenta 

la Declaración de Doha sobre la Integración de la Prevención del Delito y la Justicia 

Penal en el Marco Más Amplio del Programa de las Naciones Unidas para Abordar 

los Problemas Sociales y Económicos y Promover el Estado de Derecho a Nivel 

Nacional e Internacional y la Participación Pública, aprobada en el 13
er

 Congreso de 

las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal, celebrado en 

Doha del 12 al 19 de abril de 2015, al formular leyes y directrices normativas y a 

hacer todo lo posible, cuando proceda, para aplicar los principios allí enunciados de 

conformidad con los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas;  

  

__________________ 

 
22

  Informe de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Tráfico Ilícito de Armas Pequeñas y 

Ligeras en Todos sus Aspectos, Nueva York, 9 a 20 de julio de 2001 (A/CONF.192/15 y 

A/CONF.192/15/Corr.1), cap. IV, párr. 24.  

 
23

  Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 2326, núm. 39574. 

 
24

  Véase la resolución 67/234 B. 

 
25

  Resolución S-30/1, anexo. 

 
26

  A/72/125. 
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 4. Insta a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que 

consideren la posibilidad de ratificar la Convención de las Naciones Unidas contra 

la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos
1
, la Convención Única 

de 1961 sobre Estupefacientes, enmendada por el Protocolo de 1972
2
, el Convenio 

sobre Sustancias Sicotrópicas, de 1971
3
, la Convención de las Naciones Unidas 

contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, de 1988
4
, la 

Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción
5
 y los convenios, 

convenciones y protocolos internacionales relativos al terrorismo, o de adherirse a  

dichos instrumentos, e insta a los Estados partes en esos convenios, convenciones y 

protocolos a que se esfuercen por lograr su aplicación efectiva;  

 5. Reafirma que la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos representan los 

instrumentos más importantes de la comunidad internacional para luchar contra la 

delincuencia organizada transnacional y observa con aprecio que el número de los 

Estados partes en la Convención es ahora de 189, lo cual constituye una indicación 

significativa del compromiso demostrado por la comunidad internacional de 

combatir la delincuencia organizada transnacional;  

 6. Recuerda el artículo 32 de la Convención de las Naciones Unidas contra 

la Delincuencia Organizada Transnacional
10

 y su resolución 69/197, de 18 de 

diciembre de 2014, en la que, entre otras cosas, se reiteró la necesidad de establecer 

un mecanismo para el examen de la aplicación de la Convención y sus Protocolos  

por los Estados partes, y subraya que el examen de la aplicación de la Convención 

es un proceso continuo y gradual y que es necesario estudiar todas las opciones 

relativas al establecimiento de un mecanismo destinado a prestar asistencia a la 

Conferencia de las Partes en la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional en el examen de la aplicación de la 

Convención y sus Protocolos;  

 7. Acoge con aprecio la decisión adoptada por la Conferencia de las Partes 

en la Convención en su octavo período de sesiones de continuar el proceso de 

establecimiento de un mecanismo de examen de la aplicación de la Convención y 

sus Protocolos y elaborar normas y procedimientos específicos para el 

funcionamiento del mecanismo, que incluirá los elementos especificados por la 

Conferencia de las Partes, para su examen en el noveno período de sesiones de la 

Conferencia de las Partes, así como su decisión de que el mecanismo aborde 

progresivamente todos los artículos de la Convención y sus Protocolos, de 

conformidad con los grupos de artículos y el plan de trabajo plurianual, y acoge con 

beneplácito, en particular, las recomendaciones que figuran en la resolución 8/2 de 

la Conferencia de las Partes, aprobada el 21 de octubre de 2016, y la primera 

reunión intergubernamental de composición abierta, celebrada en Viena del 24 al 26 

de abril de 2017; 

 8. Acoge con beneplácito las decisiones de la Conferencia de las Partes en 

su octavo período de sesiones de promover una mayor utilización de la Convenció n 

por las autoridades centrales en lo que respecta a la extradición y la asistencia 

judicial recíproca y aumentar la eficacia de esas autoridades y fortalecer, según 

proceda, la aplicación del Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de 

Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que complementa la 

Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 

Transnacional
23

;  

 9. Insta a los Estados partes en la Convención de las Naciones Unidas 

contra la Corrupción a que sigan prestando pleno apoyo al mecanismo de examen 

aprobado por la Conferencia de los Estados Partes en la Convención de las Naciones 

Unidas contra la Corrupción, observa los progresos realizados en el segundo ciclo 

https://undocs.org/sp/A/RES/69/197
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del Mecanismo de Examen de la Aplicación de la Convención, y observa también 

con aprecio que el número de los Estados partes en la Convención es ahora de 183, 

lo cual constituye una indicación significativa del compromiso demostrado por la 

comunidad internacional de combatir la corrupción y los deli tos conexos; 

 10. Acoge con beneplácito los progresos alcanzados por la Conferencia de 

las Partes en la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 

Organizada Transnacional y la Conferencia de los Estados Partes en la Convención 

de las Naciones Unidas contra la Corrupción en el cumplimiento de sus mandatos 

respectivos, y exhorta a los Estados partes a que apliquen plenamente las 

resoluciones aprobadas por esos órganos, en particular mediante el suministro de 

información respecto del cumplimiento de los tratados;  

 11. Invita al Presidente de la Asamblea General a que, en cooperación con la 

Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito y con la participación de 

los interesados pertinentes, organice, dentro de los límites de los recur sos existentes, 

un debate de alto nivel en el actual período de sesiones para conmemorar el 15° 

aniversario de la aprobación de la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción y para poner de relieve las nuevas tendencias y promover la aplicación  

efectiva de la Convención, y a que prepare un resumen de las deliberaciones para su 

transmisión a la Conferencia de las Partes en la Convención y a todos los Estados 

Miembros;  

 12. Alienta a los Estados Miembros a que fortalezcan la capacidad de sus 

respectivos sistemas nacionales de justicia penal para investigar, enjuiciar y castigar 

todas las formas de delincuencia, al tiempo que apoyan un sistema de justicia penal 

eficaz, imparcial, humano y responsable y protegen los derechos humanos y las 

libertades fundamentales de los acusados, así como los legítimos intereses de las 

víctimas y los testigos, y a que adopten y refuercen medidas encaminadas a 

garantizar el acceso a una asistencia jurídica eficaz en los sistemas de justicia penal;  

 13. Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 

que siga proporcionando asistencia técnica a los Estados Miembros que la soliciten 

para fortalecer el estado de derecho, teniendo en cuenta también la labor realizada 

por otras entidades de las Naciones Unidas en el marco de sus mandatos, así como 

las iniciativas regionales y bilaterales, y que siga asegurando la coordinación y la 

coherencia, en particular por conducto del Grupo de Coordinación y Apoyo sobre el 

Estado de Derecho;  

 14. Reitera la importancia de que se proporcione financiación suficiente, 

estable y previsible al programa de las Naciones Unidas en materia de prevención 

del delito y justicia penal para que cumpla plenamente sus mandatos;  

 15. Alienta a todos los Estados a que cuenten con planes de acción 

nacionales y locales sobre prevención del delito a fin de tener en cuenta, de manera 

amplia, integrada y participativa, entre otras cosas, los factores que exponen a 

determinadas poblaciones y lugares a un mayor peligro de victimización  o de 

delincuencia, y a que se aseguren de que dichos planes se basen en los mejores 

datos empíricos disponibles y buenas prácticas, y destaca que la prevención del 

delito debería considerarse un elemento esencial de las estrategias para fomentar el 

desarrollo económico y social en todos los Estados, de conformidad con los 

compromisos contenidos en sus resoluciones 70/1 y 70/299;  

 16. Insta a los Estados Miembros y a las organizaciones internacionales 

pertinentes a que, en cooperación con el programa de las Naciones Unidas en 

materia de prevención del delito y justicia penal, elaboren estrategias nacionales, 

subregionales, regionales e internacionales, según proceda, y otras medidas 

necesarias, como la de designar y establecer, de conformidad con la legislación 
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nacional, autoridades centrales y puntos de contacto eficaces dedicados a facilitar 

los procedimientos relativos a la cooperación internacional, inclus ive para tramitar 

solicitudes de extradición y asistencia jurídica recíproca, a fin de hacer frente de 

manera efectiva a la delincuencia organizada transnacional, y a que fortalezcan 

todas las formas de cooperación para permitir la devolución de los activos 

adquiridos ilícitamente, de conformidad con las disposiciones de la Convención de 

las Naciones Unidas contra la Corrupción relativas a la recuperación de activos, en 

especial su capítulo V, y con la cooperación de la Oficina de las Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito, en el marco de su mandato;  

 17. Alienta a los Estados Miembros a que estudien la aplicación de una 

norma común en materia de documentación, en particular dentro del sistema de las 

Naciones Unidas y en cooperación con las instituciones internacionales pertinentes; 

 18. Reafirma la importancia del programa de las Naciones Unidas en materia 

de prevención del delito y justicia penal para promover medidas eficaces 

encaminadas a fortalecer la cooperación internacional a ese respecto, así como las 

tareas que realiza la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en 

cumplimiento de su mandato en materia de prevención del delito y justicia penal, en 

particular prestar a los Estados Miembros que lo solicitan, con carácter priorit ario, 

servicios de cooperación técnica, servicios de asesoramiento y otras modalidades de 

asistencia, y coordinar su labor con la de todos los órganos y oficinas pertinentes y 

competentes de las Naciones Unidas, y complementar la labor de todos los órganos  

y oficinas pertinentes y competentes de las Naciones Unidas en relación con todas 

las formas de delincuencia organizada, incluidas la piratería y la delincuencia 

organizada transnacional en el mar, la ciberdelincuencia, el uso de nuevas 

tecnologías de la información para el abuso y la explotación infantiles, así como los 

delitos relacionados con la identidad, el tráfico de bienes y objetos culturales, las 

corrientes financieras ilícitas, los delitos económicos y financieros, incluido el 

fraude, así como los delitos fiscales y de empresa, el tráfico ilícito de metales 

preciosos y piedras preciosas, la falsificación de bienes de marca, los delitos que 

afectan al medio ambiente y el tráfico ilícito de especies amenazadas de fauna y 

flora silvestres, el tráfico de drogas, la trata de personas, el tráfico ilícito de 

migrantes y la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, el comercio directo 

e indirecto de petróleo y productos refinados del petróleo con grupos delictivos 

organizados y grupos terroristas, así como la corrupción y el terrorismo;  

 19. Alienta a los Estados Miembros a que reúnan información pertinente y 

continúen definiendo, analizando y haciendo frente a todo vínculo que exista, surja 

o pueda surgir, en algunos casos, entre la delincuencia organizada transnacional, las 

actividades ilícitas relacionadas con las drogas, el blanqueo de dinero y la 

financiación del terrorismo, a fin de mejorar las respuestas de la justicia penal a 

esos delitos, y exhorta a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 

Delito a que, de conformidad con sus mandatos pertinentes, apoye la labor de los 

Estados Miembros en ese sentido cuando estos lo soliciten;  

 20. Exhorta a los Estados Miembros a fortalecer la cooperación en los planos 

internacional, regional, subregional y bilateral para enfrentar la amenaza que 

suponen los combatientes terroristas extranjeros, entre otras cosas mediante la 

intensificación del intercambio de información operacional y oportuna, el apoyo 

logístico, según proceda, y las actividades de fomento de la capacidad, como las que 

realiza la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, a fin de 

intercambiar y adoptar mejores prácticas para identificar a los combatientes 

terroristas extranjeros, impedir el viaje de combatientes terroristas extranjeros desde 

y hacia los Estados Miembros o a través de ellos, impedir la financiación, 

movilización, captación y organización de combatientes terroristas extranjeros, 

prevenir y combatir el extremismo violento cuando desemboca en terrorismo, 
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intensificar la labor para poner en práctica estrategias de enjuiciamiento, 

rehabilitación y reintegración, y velar por que toda persona que participe en la 

financiación, planificación, preparación o comisión de actos terroristas o preste 

apoyo a esos actos sea enjuiciada, en cumplimiento de las obligaciones previstas en 

el derecho internacional y conforme a la legislación nacional en vigor;  

 21. Insta a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito a 

que intensifique la colaboración con las organizaciones intergubernamentales, 

internacionales y regionales que tengan mandatos relacionados con la delincuencia 

organizada transnacional, según corresponda, a fin de compartir las mejores 

prácticas, fomentar la cooperación y aprovechar su ventaja comparativa y singular;  

 22. Reafirma la importancia de la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito y de sus oficinas nacionales y regionales en la creación de 

capacidad a nivel local en la esfera de la prevención del delito y la justicia penal, e 

insta a la Oficina a que considere las vulnerabilidades, los proyectos y los efectos 

regionales en la lucha contra la delincuencia organizada transnacional en todas sus 

formas, en particular en los países en desarrollo, al decidir el  cierre y la asignación 

de oficinas, con miras a mantener un nivel efectivo de apoyo a la labor nacional y 

regional en esas esferas;  

 23. Solicita al Secretario General que siga proporcionando a la Oficina de las 

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito recursos suficientes para que pueda 

apoyar de manera eficaz la labor de aplicación de la Convención de las Naciones 

Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos, la 

Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes, enmendada por el Protocolo de 

1972, el Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas, de 1971, la Convención de las 

Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 

Sicotrópicas, de 1988, y la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción, y desempeñar sus funciones de secretaría de las respectivas 

conferencias de las partes en las convenciones, la Comisión de Prevención del 

Delito y Justicia Penal y la Comisión de Estupefacientes, así como los congresos de 

las Naciones Unidas sobre prevención del delito y justicia penal, con arreglo a su 

mandato, y solicita a la Secretaría que siga prestando apoyo a las Comisiones en el 

marco de sus respectivos mandatos, a fin de que puedan contribuir activamente, 

según proceda, al seguimiento mundial y al examen temático de los progresos 

alcanzados por los Estados Miembros en la consecución de los Objetivos de 

Desarrollo Sostenible, como se indica en la resolución 70/299;  

 24. Insta a todos los Estados Miembros a que presten el máximo apoyo 

financiero y político posible a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y 

el Delito ampliando la base de donantes e incrementando las contribuciones 

voluntarias, en particular las contribuciones para fines generales, de manera que 

pueda proseguir, ampliar, mejorar y afianzar, en el marco de sus mandatos, sus 

actividades de investigación, operacionales y de cooperación técnica;  

 25. Expresa preocupación por la situación financiera general de la Oficina de 

las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, pone de relieve la necesidad de 

proporcionarle recursos suficientes, previsibles y estables y asegurar que se utilicen 

de manera eficaz en función del costo, y solicita al Secretario General, teniendo en 

cuenta también la prórroga del mandato del grupo de trabajo intergubernamental 

permanente de composición abierta encargado del mejoramiento de la gobernanza y 

la situación financiera de la Oficina, que, en el marco de las obligaciones vigentes 

de presentación de informes, siga informando sobre la situación financiera de la 

Oficina y asegurándose de que esta disponga de recursos suficientes para 

desempeñar sus mandatos de forma plena y eficaz;  
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 26. Invita a los Estados y a otras partes interesadas a que hagan nuevas 

contribuciones voluntarias al fondo fiduciario de contribuciones voluntarias de las 

Naciones Unidas para las víctimas de la trata de personas, especialmente mujeres y 

niños, y al fondo fiduciario de contribuciones voluntarias de las Naciones Unidas 

para luchar contra las formas contemporáneas de la esclavitud;  

 27. Exhorta a los Estados Miembros a que redoblen sus esfuerzos en los 

planos nacional e internacional por eliminar todas las formas de discriminación, 

como el racismo, la intolerancia religiosa, la xenofobia y la discriminación por 

motivos de género, entre otras cosas mediante la creación de conciencia, la 

elaboración de materiales y programas educativos y, cuando proceda, la elaboración 

y aplicación de leyes contra la discriminación;  

 28. Pone de relieve la importancia de proteger a los miembros vulnerables de 

la sociedad, independientemente de su condición, que puedan ser objeto de formas 

múltiples agravadas de discriminación y, en este sentido, expresa su preocupación 

por la intensificación de las actividades de los grupos de delincuencia organizada 

transnacional y nacional, así como de otros que se lucran de los delitos contra los 

migrantes, especialmente mujeres y niños, sin importarles las condiciones peligrosas 

e inhumanas a que someten a sus víctimas y en flagrante violación de las leyes 

nacionales y el derecho internacional;  

 29. Exhorta a los Estados Miembros a que apliquen, según proceda, las 

Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos 

(Reglas Nelson Mandela)
27

, teniendo presentes su espíritu y su propósito, y a que 

intensifiquen sus esfuerzos para hacer frente al problema del hacinamiento en las 

cárceles mediante reformas apropiadas de la justicia penal, que deberían incluir, 

cuando proceda, una revisión de las políticas penales y las medidas prácticas para 

reducir la prisión preventiva, fomentar la utilización de las sanciones y medidas no 

privativas de libertad y mejorar el acceso a la asistencia jurídica en la medida de lo 

posible, y solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 

que siga prestando asistencia técnica a los Estados Miembros que la soliciten a este 

respecto;  

 30. Invita a los Estados Miembros a que incorporen la perspectiva de género 

en sus sistemas de justicia penal, en particular mediante el uso de medidas no 

privativas de la libertad para las mujeres, según proceda, y mejorando el tratamiento 

de las reclusas, teniendo en consideración las Reglas de las Naciones Unidas para el 

Tratamiento de las Reclusas y Medidas No Privativas de la Libertad para las 

Mujeres Delincuentes (Reglas de Bangkok)
28

, y mediante la formulación y 

aplicación de estrategias y planes nacionales para promover la protección plena de 

las mujeres y las niñas contra todos los actos de violencia y para for talecer la 

prevención del delito y la respuesta de la justicia penal ante los asesinatos de 

mujeres y niñas relacionados con el género, en particular mediante la adopción de 

medidas orientadas a apoyar la capacidad práctica de los Estados Miembros para 

prevenir e investigar todas las formas de ese tipo de delito y enjuiciar y castigar a 

los responsables de su comisión, y acoge con beneplácito a este respecto los 

instrumentos prácticos recomendados por el grupo intergubernamental de expertos 

de composición abierta sobre el asesinato de mujeres y niñas por razones de género 

en su reunión celebrada en Bangkok del 11 al 13 de noviembre de 2014
29

;  

  

__________________ 

 
27

  Resolución 70/175, anexo.  

 
28

  Resolución 65/229, anexo.  

 
29

  Véase E/CN.15/2015/16.  
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 31. Invita también a los Estados Miembros a que incorporen las cuestiones 

relativas a los niños y los jóvenes en sus iniciativas de reforma de la justicia penal, 

reconociendo la importancia de proteger a los niños de todas las formas de 

violencia, explotación y abusos, en consonancia con las obligaciones que incumben 

a las partes en virtud de los instrumentos internacionales pertinentes, así como a que 

formulen políticas de justicia amplias adaptadas a las necesidades de los niños y 

centradas en el interés superior del niño, en consonancia con el principio de que la 

privación de libertad de un menor deberá usarse únicamente como último recurso y 

durante el período más breve posible;  

 32. Reconoce los esfuerzos de la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito por ayudar a los Estados Miembros a crear y fortalecer su 

capacidad de prevenir y combatir los secuestros y le solicita que siga prestando 

asistencia técnica con miras a fomentar la cooperación internacional, en particular la 

asistencia judicial recíproca, a fin de contrarrestar eficazmente este delito grave 

cada vez más frecuente;  

 33. Exhorta a los Estados Miembros a que consideren la posibilidad de 

ratificar el Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, 

que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 

Organizada Transnacional
30

, o de adherirse al mismo, y a que refuercen la 

cooperación internacional para prevenir y combatir el tráfico ilícito de migrantes y 

enjuiciar a los traficantes, de conformidad, según proceda, con el artículo 6 del 

Protocolo, así como con las leyes y la legislación nacionales, al tiempo que protegen 

de forma efectiva los derechos de los migrantes objeto de tráfico ilícito y respetan 

su dignidad de conformidad con los principios de la no discriminación y otras 

obligaciones aplicables en virtud del derecho internacional pertinente, teniendo en 

cuenta las necesidades especiales de las mujeres, los niños, sobre todo cuando no 

estén acompañados, las personas con discapacidad y las personas de edad, y en 

colaboración con las organizaciones internacionales, la sociedad civil y el s ector 

privado, y a este respecto exhorta a la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito a que siga prestando asistencia técnica a los Estados Miembros de 

conformidad con el Protocolo;  

 34. Alienta a los Estados Miembros a que, al investigar y enjuiciar casos de 

tráfico ilícito de migrantes, se aseguren de que se estudie la posibilidad de realizar 

paralelamente investigaciones financieras a fin de localizar, congelar y decomisar el 

producto de ese delito, y a que consideren que el tráfico i lícito de migrantes es un 

delito determinante de blanqueo de dinero;  

 35. Pone de relieve la importancia de prevenir y combatir la trata de 

personas en todas sus formas y, a este respecto, expresa su preocupación por las 

actividades de los grupos de delincuencia organizada nacional y transnacional y de 

otros que se lucran de esos delitos, incluso con fines de extracción de órganos, y 

exhorta a los Estados Miembros a que consideren la posibilidad de ratificar el 

Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente 

Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional
19

, o de adherirse al mismo, y a que 

intensifiquen los esfuerzos nacionales para combatir todas las fo rmas de trata de 

personas y a que protejan y ayuden a las víctimas de la trata, de conformidad con 

todas las obligaciones jurídicas pertinentes y en colaboración con las organizaciones 

internacionales, la sociedad civil y el sector privado, y a este respec to exhorta a la 

Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito a que siga prestando 

asistencia técnica a los Estados Miembros de conformidad con el Protocolo;  

__________________ 
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 36. Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 

que aumente la prestación de asistencia técnica a los Estados Miembros que la 

soliciten, fortalezca la cooperación internacional en la prevención y lucha contra el 

terrorismo, incluido el fenómeno de los combatientes terroristas extranjeros que 

viajan, regresan y cambian de ubicación, en particular en lo que respecta a la 

extradición y la asistencia judicial recíproca, y sus recursos financieros propiciando 

la ratificación y aplicación de los convenios, convenciones y protocolos universales 

relativos al terrorismo, en estrecha consulta y cooperación con el Comité del 

Consejo de Seguridad establecido en virtud de la resolución 1373 (2001) relativa a 

la lucha contra el terrorismo (Comité contra el Terrorismo) y su Dirección 

Ejecutiva, y que contribuya a la labor de la Oficina de las Naciones Unidas de 

Lucha contra el Terrorismo establecida de conformidad con la resolución 71/291, e 

invita a los Estados Miembros a que proporcionen recursos suficientes a la Oficina 

de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito para que pueda cumplir su 

mandato;  

 37. Insta a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito a 

que, en el marco de su mandato, siga prestando asistencia técnica a los Estados 

Miembros que lo soliciten para combatir el blanqueo de dinero y la financiación del 

terrorismo mediante el Programa Mundial contra el Blanqueo de Dinero, la 

Ocultación del Producto del Delito y la Financiación del Terrorismo, de 

conformidad con los instrumentos pertinentes de las Naciones Unidas y las normas 

internacionales, incluidas, cuando proceda, las normas y las iniciativas pertinentes 

de las organizaciones regionales, interregionales y multilaterales y los órga nos 

intergubernamentales contra el blanqueo de dinero, entre otros y según proceda, el 

Grupo de Acción Financiera, de conformidad con la legislación nacional;  

 38. Alienta a los Estados Miembros a que refuercen la eficacia de la lucha 

contra las amenazas de carácter delictivo que afronta el sector del turismo, incluidas 

las amenazas terroristas, mediante las actividades de la Oficina de las Naciones 

Unidas Contra la Droga y el Delito y otras organizaciones internacionales 

pertinentes, según proceda, en cooperación con la Organización Mundial del 

Turismo y el sector privado;  

 39. Afirma que los ataques dirigidos intencionalmente contra edificios 

dedicados a la religión, la educación, el arte, la ciencia o la beneficencia o contra 

monumentos históricos u hospitales y lugares en los que se agrupa a los enfermos y 

heridos pueden constituir crímenes de guerra, destaca la importancia de exigir 

responsabilidades a los autores de los ataques intencionales dirigidos contra los 

edificios antes mencionados, siempre y cuando no sean objetivos militares, y 

exhorta a todos los Estados a que adopten las medidas apropiadas para tal fin en su 

jurisdicción y de conformidad con las disposiciones aplicables del derecho 

internacional;  

 40. Insta a los Estados partes a que utilicen de manera eficaz la Convención 

de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional para 

cooperar ampliamente en la prevención y la represión del tráfico de bienes 

culturales y los delitos conexos en todas sus formas y aspectos, incluidos el 

blanqueo de dinero y la financiación del terrorismo, especialmente en lo referente a 

la devolución del producto del delito o los bienes decomisados a sus legítimos 

propietarios, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 14, párrafo 2, de la 

Convención, invita a los Estados partes a que intercambien información y datos 

estadísticos sobre el tráfico de bienes culturales y los delitos conexos en todas sus 

formas y aspectos, y reafirma a este respecto la importancia de las Directrices 

Internacionales sobre las Respuestas de Prevención del Delito y Justicia Penal al 

Tráfico de Bienes Culturales y Otros Delitos Conexos, aprobadas en su resolución 

69/196;  
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 41. Insta a los Estados Miembros a que adopten medidas eficaces en los 

planos nacional e internacional para prevenir y combatir el tráfico ilícito de bienes 

culturales, incluso dando a conocer la legislación pertinente, las directrices 

internacionales y los documentos de información técnica conexos y ofreciendo 

capacitación especial a los servicios de policía, aduanas y fronteras, e invita a los 

Estados Miembros a que tipifiquen como delito grave el tráfico de bienes culturales, 

incluidos el robo y el saqueo en yacimientos arqueológicos y otros sitios cult urales, 

tal como se define en el artículo 2 b) de la Convención de las Naciones Unidas 

contra la Delincuencia Organizada Transnacional;  

 42. Insta también a los Estados Miembros a que adopten medidas decisivas a 

nivel nacional para prevenir, combatir y erradicar el comercio ilícito de fauna y 

flora silvestres, tanto respecto de la oferta como de la demanda, entre otras cosas 

mediante el fortalecimiento de la legislación necesaria para prevenir, investigar y 

perseguir ese comercio ilícito, así como el endurecimiento de las respuestas en 

materia de cumplimiento de la ley y justicia penal, de conformidad con la 

legislación nacional y el derecho internacional, reconociendo que el Consorcio 

Internacional para Combatir los Delitos contra la Vida Silvestre puede p restar una 

valiosa asistencia técnica al respecto;  

 43. Exhorta a los Estados Miembros a que tipifiquen como delito grave el 

tráfico ilícito de especies protegidas de fauna y flora silvestres y de desechos 

peligrosos cuando estén involucrados grupos delictivos organizados, de 

conformidad con su legislación nacional y el artículo 2 b) de la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional;  

 44. Exhorta también a los Estados Miembros a que adopten medidas 

apropiadas y eficaces para prevenir y combatir el tráfico de metales preciosos y 

piedras preciosas por grupos delictivos organizados, incluida la aprobación y 

aplicación efectiva de la legislación necesaria para prevenir e investigar el tráfico 

ilícito de metales preciosos y piedras preciosas, y enjuiciar a los responsables, 

cuando proceda;  

 45. Alienta a los Estados Miembros a que sigan apoyando a la Oficina de las 

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en la prestación de una asistencia 

técnica bien definida, en el marco de su mandato actual, a los Estados afectados que 

la soliciten, a fin de aumentar la capacidad de estos para combatir la piratería y 

otros tipos de delito que se cometen en el mar, en particular ayudando a los Estados 

Miembros a articular una respuesta eficaz de las fuerzas del orden y fortalecer su 

capacidad judicial;  

 46. Observa con aprecio la tercera reunión del Grupo Intergubernamental de 

Expertos de Composición Abierta encargado de realizar un Estudio Exhaustivo 

sobre el Delito Cibernético y las respuestas de los Estados Miembros, la comunidad 

internacional y el sector privado frente a la ciberdelincuencia, y exhorta a los 

Estados Miembros a apoyar la labor del grupo de expertos y a estudiar medidas 

concretas y elaborar posibles conclusiones y recomendaciones destinadas a crear un 

entorno cibernético seguro y resistente, prevenir y combatir con eficacia las 

actividades delictivas realizadas por Internet, prestando especial atención a la 

detección del robo de identidad, la captación de personas con fines de trata y la 

protección de los niños contra la explotación y los abusos a través de Internet, 

reforzar la cooperación entre los organismos de aplicación de la ley en los planos 

nacional e internacional, incluso para identificar y proteger a las víct imas, entre 

otras cosas eliminando de Internet todo contenido pornográfico en que aparezcan 

menores, en particular imágenes de abusos sexuales contra niños, aumentar la 

seguridad de las redes informáticas y proteger la integridad de la infraestructura 

correspondiente, y procurar prestar asistencia técnica a largo plazo y crear 
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capacidad a fin de que las autoridades nacionales puedan combatir con más eficacia 

la ciberdelincuencia, incluso mediante la prevención, la detección, la investigación 

y el enjuiciamiento de esos delitos en todas sus formas;  

 47. Alienta a los Estados Miembros a que redoblen sus esfuerzos en la lucha 

contra el delito cibernético y todo tipo de abuso delictivo de las tecnologías de la 

información y las telecomunicaciones, y a que fomenten la cooperación 

internacional a este respecto;  

 48. Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 

que siga prestando asistencia a los Estados Miembros que lo soliciten para combatir 

la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y 

municiones, y a que apoye las iniciativas que adopten para combatir los vínculos de 

tales actividades ilícitas con otras formas de delincuencia organizada transnacional, 

por medio, entre otras cosas, de asistencia legislativa, apoyo técnico y una mejor 

reunión y análisis de datos;  

 49. Insta a los Estados Miembros a que intercambien buenas prácticas y 

experiencias de los profesionales que participan en la lucha contra el tráfico ilícito 

de armas de fuego y a que consideren la posibilidad de utilizar los instrumentos 

disponibles, incluidas las tecnologías de marcación y registro, para facilitar la 

localización de armas de fuego y, cuando sea posible, de sus piezas y componentes y 

municiones, a fin de mejorar las investigaciones penales del tráfico ilícito de armas 

de fuego;  

 50. Insta a los Estados partes en el Protocolo contra la Fabricación y el 

Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que 

complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 

Organizada Transnacional, que importan y exportan piezas y componentes de armas 

de fuego a que refuercen sus medidas de control, de conformidad con dicho 

Protocolo y otros instrumentos jurídicos internacionales pertinentes en lo s que sean 

partes, con miras a prevenir y reducir los riesgos de desvío y de fabricación y tráfico 

ilícitos de esas piezas y componentes; 

 51. Exhorta a los Estados Miembros a que intensifiquen todos sus esfuerzos 

para hacer frente al problema mundial de las drogas, sobre la base del principio de 

la responsabilidad común y compartida y mediante un enfoque amplio y 

equilibrado, incluso mediante una cooperación más eficaz en los planos bilateral, 

regional e internacional entre las autoridades judiciales y policiales, a fin de 

combatir la participación de grupos delictivos organizados en la producción y el 

tráfico de drogas ilícitas y las actividades delictivas conexas, y a que adopten 

medidas para reducir la violencia concomitante al tráfico de drogas;  

 52. Recomienda que los Estados Miembros, en función de su situación 

nacional, adopten un enfoque amplio e integrado de la prevención del delito y la 

reforma de la justicia penal basado en evaluaciones de referencia y en la reunión y 

el análisis periódicos de datos y centrado en todos los sectores del sistema de 

justicia, y que elaboren políticas, estrategias y programas de prevención del delito, 

en particular los centrados en la prevención temprana mediante el empleo de 

enfoques multidisciplinares y participativos, en estrecha cooperación con todos los 

interesados, incluida la sociedad civil, y solicita a la Oficina de las Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito que siga proporcionando asistencia técnica a los Estados 

Miembros que la soliciten con dicho fin;  

 53. Invita a los Estados Miembros a que elaboren planes nacionales para la 

adopción gradual de la Clasificación Internacional de Delitos con Fines Estadísticos 

y fortalezcan los sistemas nacionales de estadísticas de justicia penal, solicita a la 

Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito que, en el marco de su 
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mandato actual, siga intensificando la reunión, el análisis y la difusión periódicos de 

información y datos precisos, fiables y comparables, incluidos, cuando proceda, 

datos desglosados por sexo, edad y otros criterios pertinentes, y alienta 

enérgicamente a los Estados Miembros a que compartan información y datos de esa 

índole con la Oficina;  

 54. Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 

que, en estrecha cooperación con los Estados Miembros, siga elaborando 

instrumentos técnicos y metodológicos y análisis y estudios de tendencias a fin de 

mejorar los conocimientos sobre las tendencias delictivas, y que preste apoyo a los 

Estados Miembros para que elaboren respuestas apropiadas en ámbitos específicos 

de actividad delictiva, en particular en su dimensión transnacional, teniendo en 

cuenta la necesidad de utilizar de la mejor manera posible los recursos existentes;  

 55. Alienta a los Estados Miembros a que adopten las medidas pertinentes, 

de acuerdo con la situación de cada uno, para asegurar la difusión, utilización y 

aplicación de las reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de prevención 

del delito y justicia penal, incluido el estudio y, cuando lo consideren necesario, la 

divulgación de los manuales, textos y materiales de creación de capacidad 

elaborados y publicados por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 

Delito;  

 56. Solicita a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 

que, en colaboración y estrecha consulta con los Estados Miembros y dentro de los 

límites de los recursos existentes, siga apoyando el aumento de la capacidad y de los 

conocimientos en la esfera de las ciencias forenses, incluido el establecimiento de 

normas, y la elaboración de material de asistencia técnica para capacitación, como 

manuales, recopilaciones de prácticas y directrices útiles y material científico y 

forense de referencia, destinado a los agentes del orden y las fiscalías, y q ue 

promueva y facilite el establecimiento y la sostenibilidad de redes regionales de 

especialistas en ciencias forenses con el fin de mejorar sus conocimientos 

especializados y su capacidad para prevenir y combatir la delincuencia organizada 

transnacional;  

 57. Solicita al Secretario General que le presente, en su septuagésimo tercer 

período de sesiones, un informe sobre el cumplimiento de los mandatos del 

programa de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y justicia 

penal, en el que también se tengan en cuenta las nuevas cuestiones de política y las 

posibles respuestas a dichas cuestiones. 
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21. La Tercera Comisión también recomienda a la Asamblea General que apruebe 

el siguiente proyecto de decisión: 

 

 

  Documento examinado por la Asamblea General en relación 

con el tema de la prevención del delito y la justicia penal  
 

 

 La Asamblea General toma conocimiento de la nota del Secretario General por 

la que se transmite el informe de la Conferencia de las Partes en la Convención de 

las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional sobre su 

octavo período de sesiones, celebrado en Viena del 17 al 21 de octubre de 2016
1
 y 

presentado en relación con el tema titulado “Prevención del delito y justicia penal”. 

 

__________________ 

 
1
  A/72/91. 
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